
 

INTRODUCCION 

 

A través de la historia hemos logrado aprecia el papel tan importante 

que cumple el transporte en el desarrollo de la sociedad, países, etc. 

 

Desde los primeros siglos la historia cuenta como el hombre se 

preocupaba por conseguir cosas y alimentos que no encontraba en su 

medio, y la necesidad de moverse hacia otros lugares para conseguirlos. 

 

El transporte es una necesidad fundamental en la vida de toda persona 

ya que a medida que pasa el tiempo las distancias se hacen mucho mas 

largas y la manera de acortarlas se encuentran cada ves mas rápido. 

 

Esta necesidad no es de unos pocos, el blanco, el negro, el rico o el 

pobre todos necesitan estar en contacto diario con el mundo real y uno 

de los puntos básicos es el poder trasportarse rápidamente de un lugar 

a otro. 

 

En el mundo todo gira de acuerdo al tiempo y el lugar, por eso las 

investigaciones mas frecuentes y con mas futuro son las que den salida 
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rápida a medios de transporte masivo o particular que ayuden a el 

mejoramiento de los medios y la rapidez de movilización de un lugar a 

otro. 

 

Tanta importancia tiene el transporte en la vida diaria de todos que cada 

uno de los medios importantes en el mundo dependen de el o si no 

imaginemos un periodista sin un medio para estar en el lugar donde 

este la noticia o una industria que no pueda surtir sus productos 

eficazmente por falta de transporte y que tal un estudiante que no 

pueda llegar a tiempo a sus clases, todo esto es lo que convierte a el 

transporte en una necesidad de todos en la vida diaria. 

 

En el presente trabajo se analizarán el transporte marítimo en Colombia 

y su legislación, para poder comprender muchos de los procesos que se 

ejecutan en cuanto a las disposiciones legales que rigen el orden en las 

aguas que hacen parte de la territorialidad del cualquier país, y que 

hace parte de la soberanía nacional y se debe respetar como tal. 

OBJETIVOS ESPECÍFICOS 

 
1. Indagar en la Organización Marítima Internacional “OMI” 

entorno a los diferentes procedimientos jurídicos utilizados en 

la navegación 

2 
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2. Recopilar y priorizar las doctrinas, jurisprudencias y fallos 

proferidos sobre la jurisdicción marítima en la última década. 

 

3. Elaborar un compendio general que especifique la forma 

procedimental del manejo jurídico del trasporte marítimo. 

 

 

METODOLOGIA DE LA INVESTIGACIÓN 

 
 

En el presente estudio se aplicara el método analítico crítico 

iniciándonos con los aspectos jurídicos del contrato de transporte 

marítimo en Colombia, sus características y su aplicación. 

 

Utilizaremos el método comparativo cuando nos toque desarrollar 

el tema a nivel internacional. 

 

DELIMITACION DEL ESTUDIO 

 

 
 DEL TEMA: Esta investigación se limita a estudiar los aspectos 

jurídicos del transporte marítimo en Colombia. 

 

 GEOGRAFIA: En Colombia y algunas comparaciones breves 

con otros países. 

 

 EN EL TIEMPO: Utilizaremos en algunos casos información de 

los últimos 10 años. 
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1.  EL TRANSPORTE MARITIMO 

 

1.1  GENERALIDADES 

 

“El contrato de transporte marítimo se probará por escrito, salvo que se 

trata de transporte de embarcaciones menores.  El transporte podrá 

pactarse para ser ejecutado a bordo de una nave de líneas regulares, en 

cuyo caso el transportador cumplirá su obligación verificando el 

transporte  en la nave de itinerario prevista en el contrato, o en la que 

zarpe inmediatamente después de celebrado éste, si nada se ha 

expresado en él.”1 

 

Cuando el transporte no deba ejecutarse en una nave en líneas 

regulares y las partes no hayan convenido expresamente el plazo de su 

ejecución, el transportador estará obligado a conducir la persona o la 

cosa al puerto de destino y descargar ésta, en el tiempo usual. 

 

Estará el transportador a cuidar de que la nave se halle en estado de 

navegar, equipada y aprovisionada convenientemente. 

                                    
1 Código de Comercio.  Título IX. Del Transporte Marítimo. Art.1578 Bogotá. Ed Temis. 

p.388 
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El transportador responderá de las pérdidas o daños proveniente de la 

falta de condiciones de la nave para navegar,  a menos que acredite 

haber empleado la debida diligencia para ponerla y mantenerla en el 

estado adecuado o que el daño se deba a vicio oculto que escape a una 

razonable diligencia. 

 

1.2  TRANSPORTE DE PERSONAS 

 

Este modo de transporte que es poco manejado en nuestro medio, pero 

que es importantísimo, ya que en Colombia que es un país de ríos, casi 

todos navegables, se utiliza mucho para llegar a lugares separados por 

masas de agua. 

 

Según el Código de Comercio el boleto o billete servirá de medio de 

prueba de la celebración del contrato por el viaje en él se indique, el 

derecho de transporte no podrá cederse sin el consentimiento expreso 

del transportador, cuando el boleto billete indique el nombre del 

pasajero o cuando aunque falte esta indicación, se haya iniciado el viaje. 

 

“Cuando el  pasajero tenga antes de la partida un impedimento para 

efectuar el viaje por causa de fuerza mayor, el contrato quedará 
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terminado, pero deberá la cuarta arte del precio de dicho viaje, excluido 

el valor de la alimentación cuando éste haya sido comprendido en el del 

pasaje.”2 

 

1.3  TRANSPORTE DE COSAS POR MAR 

 

1.3.1  Transporte de cosas en general.  El contrato de transporte de 

cosas podrá tener por objeto una carga total o parcial, o cosas 

singulares y ejecutarse en nave determinada o indeterminada. 

 

El transporte podrá condicionarse expresamente el hecho de que el 

transportador logre completar la carga de la nave.  En este caso se 

entenderá cumplida la condición si el transportador ha obtenido las tres 

cuartas partes de la carga correspondiente a la capacidad de la nave. 

 

El transportador estará especialmente obligado a: 

 

 Limpiar y poner en estado adecuado para recibir la carga, las 

bodegas, cámaras de enfriamiento y frigoríficos y demás lugares de la 

nave en que se carguen las cosas. 

                                    
2 Ibid. Cap. II. Art. 1588. p. 389. 
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 Proceder, en el tiempo estipulado o en el usual y de manera 

apropiada y cuidadosa, al cargue, estiba, conservación, transporte, 

custodia y descargue de las cosas transportadas. 

 

 Entregar al remitente, después de recibir a bordo las cosas, un 

documento o recibo firmado por el transportador o por su agente en 

el puerto de cargue. 

 

El transportador que haya recibido una cosa para ser cargada a bordo, 

expedirá al remitente un documento que contendrá: 

 

 La indicación del lugar y fecha de recibo, con la especificación 

“recibido para embarque”. 

 El puerto y fecha de cargue, el nombre del buque y el lugar de 

destino. 

 El nombre del destinatario y su domicilio. 

 El valor del flete. 

 Las marcas principales que identifiquen la cosa, o las cajas o 

embalajes que la contengan,  en caso de que no está embalada, la 

mención de si tales marcas aparecen impresas o puestas claramente 

en cualquier otra forma sobre dicha cosa. 
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 El número de bultos o piezas, la cantidad o el peso, según el caso, y 

 El estado y condición aparente de la cosa, o de la caja o embalaje que 

la contengan. 

 

Una vez embarcadas las cosas el transportador podrán en el documento 

“recibido por embargue” la anotación “embarcado2 salvo que haya 

entregado al remitente el documento. 

 

La responsabilidad del transportador comprenderá, además de sus 

hechos personales, los de sus agentes o dependientes en ejercicio de 

sus funciones. 

 

La responsabilidad del transportar se inicia desde cuando recibe las 

cosas o se hace cargo de ellas y termina con su entrega al destinatario 

en el lugar convenido, o su entrega o a la orden de aquél a la empresa 

estibadora, o de quien deba descargarlas, o a la aduana del puerto. 

 

A partir del momento en que cesa la responsabilidad del transportador 

se inicia la de la empresa estibadora o de quien haga el descargue o de 

la aduana que recibió dichas cosas. 
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El transportador estará exonerado de responsabilidad por pérdidas o 

daños que provengan: 

 

 De culpas náuticas, del capitán, del práctico o del personal destinado 

por el transportador a la navegación.  Esta excepción no será 

procedente cuando el daño provenga de una culpa lucrativa. 

 

 Del incendio, a menos que se pruebe culpa del transportador. 

 

 De peligros, daños o accidentes de mar o de otras aguas navegables. 

 

 De fuerza mayor, como hecho de guerra o de enemigos públicos, 

detención o embargo por gobiernos o autoridades, motines o 

perturbaciones civiles, salvamento o tentativa de salvamento de 

vidas o bienes en el mar. 

 

 De restricción de cuarentena, huelgas, lock,outs, paso o trabas 

impuestas, total o parcialmente al trabajo, por cualquier cosa que 

sea 
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 De disminución del volumen o peso, de cualquier otra, pérdida o 

daño, resultantes de la naturaleza especial de la cosa, o de vicio 

propio de ésta, o de cualquier vicio oculto de la nave que escape a 

una razonable diligencia, y 

 

 De embalaje insuficiente o deficiencia o imperfecciones de las 

marcas 

 

1.3.2  Transporte mercancías bajo conocimiento.  Según el Art. 

1634 del Código de Comercio “por mercaderías se entenderán los 

bienes, objetos y artículos de cualquier clase, con excepción de los 

animales vivos y del cargamento, que según, el contrato de transporte, 

se declare colocado sobre cubierta y sea efectivamente transportado 

así”3 

 

Recibidas las mercaderías, el transportador deberá, a solicitud del 

cargador entregarle un conocimiento de embargue debidamente firmado 

por dicho transportador o por su representante, o por el capitán de la 

nave. 

 

                                    
3 Op.Cit.  Sección II.  Art. 1634. p. 401 
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El conocimiento de embargue deberá expresar : 

 

 El nombre, la matrícula y tonelaje de la nave 

 El nombre y domicilio del armador 

 El puerto y fecha de cargue y el lugar de destino 

 El nombre del cargador 

 El nombre del destinatario o consignatarios de las mercancías y su 

domicilio 

 El valor del flete 

 Las marcas principales necesarias para la identificación de la cosa, 

tal y como las haya indicado por el escrito el cargador de dar 

comienzo al embargue, siempre que las expresadas marcas estén 

impresas o puestas claramente en cualquier otra forma sobre la cosa 

no embalada. 

 El número, la cantidad o el peso, en su caso, de bultos o piezas 

conforme a las indicaciones del cargador 

 Del estado y condición aparente de las mercancías y 

 Lugar y fecha en que se expida el conocimiento 

 

El conocimiento se expedirá, por lo menos, en dos ejemplares : uno de 

éstos, firmado por el transportador, será negociable y se entregará al 
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cargador. El otro ejemplar, firmado por el cargador o de su 

representante, quedará en poder del transportador o de su 

representante.  Este ejemplar no será negociable y así se indicará en él. 

 

Según el Art. 1643 “El transportador será responsable de las pérdidas o 

daños causados a las mercaderías con arreglo al valor que el cargador 

haya declarado por bultos o unidad, siempre que dicha declaración 

conste en el conocimiento de embarque y no se haya formulado en el 

mismo la oportuna reserva por el transportador, su agente marítimo o el 

capitán de la nave.”4  

 

1.3.3  Transporte a carga total o parcial.  No estarán destinados al 

transporte los espacios internos de la nave que normalmente no sean 

utilizables para la carga, salvo expreso consentimiento del transportador 

y que no se opongan a ello razones de seguridad para la navegación. 

 

Si en el lugar no se determina el lugar de anclaje o amarre, podrá pedir 

el cargador que la nave sea conducida al lugar por el designado, 

siempre que no haya orden contraria del capitán del puerto. 

 

                                    
4 Código de Comercio. Art. 1643. p. 403 
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El transportador que haya declarado una capacidad mayor o menor de la 

que efectivamente tenga la nave, estará obligado a resarcir los daños 

causados, siempre que la diferencia exceda de una vigésima parte. 

 

Cuando las operaciones de cargue o descargue hayan sido suspendidas 

o impedidas por causa no imputable al cargador o destinatario, en vez 

de compensación por sobreestadía se deberá a un sobreprecio 

determinado en proporción al flete. 

 

1.4  DEL FLETAMENTO 

 

El fletamento es un contrato por el cual el armado se obliga a cambio de 

una prestación, a cumplir con una nave determinada uno o más viajes 

preestablecidos, o los viajes que dentro del lazo convenido frente al 

fletador, en las condiciones que el contrato o la costumbre establezcan. 

 

Este contrato se probará por escrito y en el deberán constar : 

 

 Los elementos de individualización y el desplazamiento de la nave 

 El nombre del fletante y del fletador 

 El precio del flete y 
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 La duración del contrato o la indicación de los viajes que deban 

efectuarse. 

 

El fletante está obligado antes del zarpe, a poner la navegabilidad para 

el cumplimiento del viaje, a armarla y equiparla convenientemente y a 

proveerla de los documentos de rigor. 

 

El fletante será responsable de los daños derivados del mal estado del 

buque para navegar, a menos que pruebe que se trata de un vicio oculto 

susceptible de escarpar a una razonable diligencia. 

 

Si el fletamento es por tiempo determinado, será de cargo del fletador el 

aprovisionamiento de combustible, agua y lubricantes necesarios para el 

funcionamiento de los motores y de las plantas auxiliares a bordo, y las 

expensas inherentes al empleo comercial de la nave, incluidas las tasas 

de anclaje, canalización y otras semejantes. 

 

Las acciones derivadas del contrato de fletamento prescribirán en el 

lapso de un año.  Este término se contará en el fletamento por tiempo 

determinado, desde el vencimiento del contrato o desde el último viaje, 

en caso de que este se prorrogue más allá de dicho vencimiento. En el 
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fletamento por viaje, el término de la prescripción correrá desde que 

viaje haya terminado. 

 

En caso de impedimento para iniciar o cumplir el viaje, la prescripción 

comenzará a correr desde el día en que haya ocurrido el suceso que hizo 

imposible la ejecución del contrato o la continuación del viaje. 

 

En caso de pérdida presunta de la nave, el término de prescripción 

correrá desde la fecha en que le sea cancelada la matrícula. 

 

1.5   DEL ARRENDAMIENTO DE LAS NAVES 

 

Habrá arrendamiento de las naves cuando una de las partes se obliga a 

entregar a la otra a cambio de un precio, el uso o goce de una nave, por 

tiempo determinado. 

 

Este contrato se probará por escrito, salvo que se trate de 

embarcaciones menores.  El arrendatario no podrá subarrendar o ceder 

en forma alguna el contrato, sin autorización del arrendador.  
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El arrendador será responsable de los daños derivados de defectos de 

navegabilidad, a menos que prueba que se deben a vicio oculto 

susceptible de escapar a una razonable diligencia. 

 

El arrendatario estará obligado a utiliza la nave según las características 

técnicas de la misma, de acuerdo con los documentos expedidos por la 

autoridad marítima nacional y de conformidad con el empleo convenido 

en el contrato. 

 

1.6  DE LAS COMPRAVENTAS MARITIMAS 

 

En todos los casos en que, según la convención o la costumbre, la cosa 

debe ser entregada al desembarque de un buque, el vendedor quedará 

obligado a efectuar el embarque de dicha cosa en el plazo estipulado, o 

en su defecto, en el usual en el puerto de embarque o en un plazo 

prudencial. 

 

“Cuando se venda la totalidad de un lote o conjunto de mercancías que 

transporte un buque designado o por designar, el contrato estará sujeto 
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a la condición suspensiva de que las mercaderías sean embarcadas en el 

buque determinado y lleguen sanas a su puerto de destino.”5 

 

En la venta del embarque el vendedor asumirá la obligación de 

embarcar la cosa en el plazo convenido o en el usual en el puerto de 

embarque , sobre uno o más barcos de su elección, de modo que el 

viaje se realice en forma rápida y segura. 

 

Cuando se venda F.A.S  libre al costado – se entenderá que el vendedor 

está obligado a entregar la cosa lista para el embarque, al costado del 

medio de transporte y en el lugar fijado por los contratantes o en el 

muelle o bodegas designados.  

 

Cuando se venda F.O.B libre a bordo – la transferencia de la propiedad y 

de los riesgos de la cosa al comprador tendrá lugar al momento de su 

entrega a bordo del buque o medio de transporte designado por dicho 

comprador. 

 

En la venta de F.O.B el vendedor estará obligado a : 

 

                                    
5 Código de Comercio. Título XII. Art. 1688. p. 413 
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 Poner la cosa a abordo del buque o medio de transporte indicado, 

efectuando por su cuenta los gastos que sean necesarios para ello, 

y 

 Procurarse el recibo usual o el conocimiento limpio de embarque, 

y a entregarlo al comprador o a su representante. 

 

Cuando se venda C.I.F  costo . seguro y flete o bajo cualquiera otra 

expresión equivalente que indique que el precio de la cosa comprende el 

valor de seguro y el del flete, se seguirán las siguientes reglas: 

 

 Serán de cargo del vendedor los costos de acarreo, 

acondicionamiento, embalaje, licencia e impuestos de exportación, 

embarque y en general todos los gastos necesarios para dejar la 

cosa debidamente estibada a bordo del medio de transporte 

elegido. 

 

 Serán de cargo del vendedor el seguro y el flete de la cosa hasta 

el puerto de destino. 

 
 Salvo estipulación en contrario, los riesgos pasarán al comprador a 

partir del recibo usual del recibo usual o del conocimiento limpio 

de embarque. 



 19 

 La propiedad de la cosa se transferirá mediante la entrega del 

recibo usual o del conocimiento limpio de embarque, al comprador 

o su representante. 

 

 El comprador podrá reclamar los defectos de cantidad o de calidad 

dentro de los noventa días siguientes al desembarque de la cosa 

en el lugar de destino. 

 

Cuando se venda C & F costo y flete,  franca o de porte o bajo otra 

denominación que indique la obligación por parte del vendedor por 

pagar flete hasta el puerto o lugar de destino convenido, por no el 

seguro, la transferencia del dominio se entenderá hecha por la entrega 

al comprador o a su agente, del recibo usual o del conocimiento de 

embargue limpio. 
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2.  EL SEGURO MARITIMO 

 

2.1 OBJETO DEL SEGURO MARITIMO 

 

Son objeto de seguro marítimo todos los riesgos ingerentes a la 

navegación marítima. 

 

El contrato de seguro marítimo podrá hacerse extensivo a la protección 

de los riesgos terrestres, fluviales o aéreos accesorios a una expedición 

marítima. 

 

Habrá expedición marítima: 

 

 Cuando la nave, las mercancías o bienes que en ella se transportan, 

se hallen expuesto a los riesgos marítimos 

 Cuando el flete, pasaje, comisión, ganancia u otro beneficio 

pecuniario, o la garantía por cualquier préstamo, anticipo o 

desembolso, se pueden malograr por tales riesgos y 
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 Cuando el propietario u otra persona interesada en la propiedad 

asegurable o responsable de su conservación, pueda incurrir en 

responsabilidad de terceros a merced a los riesgos indicados. 

 

Se entenderá por riesgos marítimos “los que sean propios de la 

navegación marítima o incidentales a ellas tales como tempestad, 

naufragio, encallamiento, abordaje, explosión, incendio, saqueo, 

piratería, guerra, captura, embargo, detencion por orden de gobiernos o 

autoridades, echazón, baratería u otros de igual naturaleza o que hayan 

sido objetos  de mención específica en el contrato de seguro.”6 

 

2.2  VALOR ASEGURABLE 

 

El valor asegurable se determinará así: 

 

 En el seguro de la nave se tendrá por tal el valor de ella con sus 

accesorios a la fecha de iniciación del seguro. 

 En el seguro de flete,l el valor asegurable será el importa de aquél en 

riesgo del asegurado, más el costo del seguro y 

                                    
6 Ibid. Título XIII. Del seguro marítimo.  Artículo 1705. p. 417 
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 En el seguro de mercancías, estará constituido por el costo de ellas en 

el lugar de destino más un porcentaje razonable por concepto de lucro 

cesante. 

 

2.3  POLIZA 

 

Se llamará póliza al viaje la que se emite para asegurarse el objeto 

durante el trayecto determinado.  Se llamará póliza de tiempo la que se 

extiende para asegurar el objeto durante un lapso determinado. 

 

El defecto de estipulación la póliza de viajes tendrá efecto: 

 

 En el seguro sobre la nave, desde el momento en que se inicia el 

embarque de las mercancías, o en defecto de carga, desde el 

momento en que sale del puerto de partida hasta el momento en que 

quede fondeada o atracada en el puerto de destino, o  la terminación 

del descargue. 

 

 En el seguro sobre mercancías, desde el momento en que éstas 

quedan a cargo del transportador marítimo en el lugar de origen hasta 
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el momento en que son puestas a disposición de su destinatario o 

consignatario en el lugar de destino. 

 

La prórroga será de valor estimado, cuando no solo indique el valor del 

interés asegurado sino que exprese el convenio en virtud del cual será 

ese valor y no otro el que sirva de base para determinar el monto de la 

indemnización, en caso de siniestro. 

 

Será póliza de valor no estimado la que no obstante indica el valor del 

objeto asegurado. Esta póliza admite la determinación del valor 

asegurable, hasta concurrencia de la suma asegurada. 

 

2.4  GARANTIAS 

 

En el seguro marítimo la garantía podría ser expresa o implícita.  A 

menos de ser incompatible, la garantía expresa y la implícita no se 

excluirán la una o la otra. 

 

Garantizada como neutral, la propiedad asegurada deberá tener ese 

carácter a la iniciación del riesgo y conservarlo, en cuantO dependa del 

asegurado, durante la vigencia del seguro. 



 24 

Garantizada la neutralidad de la nave, esta deberá llevar consigo la 

debida documentación que acredite su neutralidad en cuanto este hecho 

depende del asegurado. 

 

En la póliza de viaje existirá la garantía implícita de que, al principio de 

viaje, la nave se halle en buen estado de navegabilidad en relación con 

la expedición específicamente asegurada.  Si la póliza ha de entrara en 

vigencia mientras la nave se halle en puerto, existirá también la 

garantía implícita que, al iniciarse el riesgo, la nave se encuentra en 

condiciones de aptitud razonable para afrontar los peligros ordinarios del 

puerto. 
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3.  CONCEPTO DE JURISDICCIÓN 

 

Desde el punto de vista jurídico, la palabra jurisdicción comprende 

diversos conceptos. La Enciclopedia Jurídica Omeba al respecto indica 

que “Perfilar una noción de la jurisdicción presupone avanzar en un 

camino que todavía no se ha empezado a recorrer. Por ello la primera 

dificultad  que es menester superar, la opone el distinto significado de 

ese vocablo”7. 

 

Esta dificultad es también resaltada en la doctrina nacional. El profesor 

HERNÁN FABIO LÓPEZ BLANCO anota que el vocablo Jurisdicción, de 

acuerdo con el Diccionario de Real Academia Española, tiene diversas 

acepciones, y puede significar el poder o la autoridad que se tiene para 

gobernar y poner en ejecución las leyes o para aplicarlas en juicio el 

territorio en que un juez ejerce sus facultades como tal, o también el 

término de un lugar o provincias o, finalmente, autoridad, poder o 

dominio sobre otro”8. 

 

                                    
7 Enciclopedia Jurídica Ameba, t. XVII, p. 538 
8 LOPEZ BLANCO, Hernán Fabio.  Instituciones de Derecho Procesal Civil Colombiano, 

Bogotá, Dupré, 7ª Ed, 1997, p.94 
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Al buscar una definición general de jurisdicción, en efecto, se 

encuentran varios significados. El Diccionario Jurídico Cabanellas la 

define así: “Genéricamente, autoridad, facultad, dominio./Conjunto de 

atribuciones que corresponden en una materia y en cierta esfera 

territorial. Poder para gobernar y para aplicar las leyes. /La potestad de 

conocer y fallar en asuntos civiles, criminales o de otra naturaleza, 

según las disposiciones legales o el arbitrio concedido /Territorio en que 

un juez o tribunal ejerce su autoridad./Término de una provincia, 

distrito, municipio, barrio”9. 

 

La palabra jurisdicción “... deriva deja locución latina jurisdictio, que se 

traduce por decir o mostrar el derecho”10. En palabras de CABANELLAS 

“...se forma de ius y de dicere, aplicar o declarar el derecho, por lo que 

se dice iurisdictio o iure dicendo”11. 

 

3.1  EL DERECHO MARÍTIMO 

 

Antes de desarrollar el objeto de esta investigación, y teniendo en 

cuenta que la misma se relaciona estrechamente con la función pública 

                                    
9 CABANELLAS, Guillermo.  Diccionario Enciclopédico de Derecho Usual, Buenos Aires. 

Heliasta,51 Ed. 1º981, p. 48 
10 Enciclopedia Jurídica Ameba, t.XVII. p. 538 
11 CABANELLAS, Op.Cit. p. 48 
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jurisdiccional en asuntos de derecho marítimo, creemos conveniente 

hacer una breve ubicación conceptual acerca de las materias que cubre 

esta área jurídica. 

 

“En general, el derecho marítimo comprende las normas jurídicas que 

regulan la navegación marítima”12 . Esta, dadas sus características de 

riesgo e internacionalidad, involucra diferentes problemas jurídicos que 

son propios de otras áreas del derecho, pero que adquieren la 

peculiaridad de ocurrir en el mar y deben ser resueltos en ese entorno. 

 

Es así como el derecho laboral regula los contratos de trabajo de la 

tripulación, pero éstos tienen también una regulación especial, propia 

del medio marino, y reciben el nombre de contratos de enrolamiento o 

de ajuste. El derecho internacional público interviene al regular las 

convenciones internacionales que definen los derechos y las relaciones 

de las naciones en cuanto a la soberanía y explotación de las aguas 

marinas y el lecho marino, conformando toda una disciplina conocida 

como derecho del mar. El derecho penal, a su vez, conoce de los delitos 

cometidos a bordo de una nave, respecto de cuya investigación y 

sanción se otorga al capitán funciones de instrucción. Del mismo modo, 

                                    
12 RIPERT, George. Compendio de derecho marítimo. Buenos Aires. Tipográfica Edit. 

Argentina, 1954. p.11 
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“el derecho civil participa en cuanto a figuras tales como las hipotecas 

navales y los derechos de propietarios y copropietarios de 

embarcaciones, entre otras; el capitán de una nave, nuevamente, recibe 

especial delegación de autoridad para ciertos actos regulados por el 

derecho civil, como son la recepción de testamentos a bordo y el 

levantamiento de actas de nacimiento, matrimonios y defunciones”13. El 

derecho administrativo regula no sólo la habilitación y permiso de 

operación de las empresas de transporte marítimo, sino también las 

concesiones portuarias. 

 

El derecho marítimo, entonces, participa tanto del derecho público, 

como del derecho privado. En consecuencia, varios autores distinguen 

un derecho marítimo público y un derecho marítimo privado. El primero, 

se ocupa de los asuntos relativos al derecho del mar, el régimen 

administrativo de las naves en cuanto a su registro y su bandera, la 

estructura y funciones de la autoridad marítima y el funcionamiento y 

vigilancia de los puertos, entre otros temas. Por su parte, “el derecho 

marítimo privado, también llamado derecho marítimo comercial, es el 

que regula las relaciones que surgen alrededor de la explotación 

económica de un buque. No se refiere solamente a las relaciones entre 

                                    
13 Artículos 1508 a 1512 C. Co. Colombiano 
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quien explota el buque y quien usa sus servicios. Por el contrario, aplica 

a toda actividad conexa a este hecho como la construcción de la nave, 

los derechos, obligaciones y garantías que sobre ella se constituyan, los 

contratos de que sea objeto o en que se prevea su utilización como 

medio, los seguros, la agencia marítima, el crédito marítimo, los 

privilegios, el abordaje, las averías, la asistencia y el salvamento, y, en 

fin, otras cuantas figuras más que giran en torno a esta actividad”. 

 

De hecho, hay quienes sostienen que el derecho marítimo abarca 

únicamente las normas que regulan las actividades que hemos descrito 

como derecho marítimo privado o comercial. Y que todas las demás 

normas sobre asuntos tales como la pesca, el régimen de playas y 

terrenos de bajamar, los contratos de enrolamiento, la investigación de 

siniestros marítimos, no pertenecen al derecho marítimo, sino a otras 

ramas tales como el derecho laboral, el derecho internacional o el 

derecho administrativo, según el caso. 

 

El profesor IGNACIO ARROYO MARTÍNEZ se refirió a esta divergencia de 

enfoque, en los siguientes términos: “Para mi inteligencia el derecho 

marítimo es el conjunto de relaciones jurídicas que nacen o se 

desarrollan con el mar. Por consiguiente, todas las disposiciones citadas 
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caen de lleno en la acepción legislación marítima, y a ellas debemos 

referirnos. Por el contrario, para quienes mantienen una visión 

reduccionista, la legislación marítima se identifica con la legislación 

mercantil marítima, en consecuencia, ninguna de las disposiciones 

mencionadas deben ser objeto de atención. Esa normativa pertenece, 

bien al derecho administrativo, bien al derecho internacional; no al 

derecho marítimo, que es una rama del derecho privado y más 

concretamente del derecho mercantil, noción por lo demás que yo no 

comparto, aunque sea la que corresponde al programa que se imparte 

en nuestras facultades de derecho”14. 

 

3.2  LOS CONFLICTOS MARITIMOS 

 

Para acercarnos más al objeto de esta investigación debemos identificar 

el concepto de conflictos marítimos, para luego describir aquellos que 

son de conocimiento de la jurisdicción marítima, de acuerdo con la 

legislación colombiana. 

 

En el curso de las actividades marítimas surgen muchas disputas, 

debido a los intereses que normalmente entran en contacto y a los 

                                    
14 GUZMAN, José Vicente. La responsabilidad del transportador marítimo de 

mercancías. Bogotá. Universidad Externado de Colombia, 1990. P.12- 
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riesgos propios de la navegación. Algunos de estos conflictos son 

resueltos directamente por las partes; otros son referidos a 

arbitramento y los demás son sometidos a la decisión de los jueces. En 

materia marítima tradicionalmente han existido jurisdicciones 

especializadas que conocen de algunos o todos los conflictos marítimos; 

son las que hemos denominado jurisdicciones marítimas o de 

almirantazgo, por oposición a la jurisdicción común u ordinaria. 

 

En países como el Reino Unido y Estados Unidos, la jurisdicción marítima 

cuenta con una competencia bastante amplia; conoce de la mayoría de 

los conflictos marítimos, con la característica de obtener competencia 

mediante acciones in rem. Sin embargo, los tribunales de derecho 

común también conocen de algunas de las disputas que conciernen al 

ejercicio de las actividades marítimas. 

 

De este modo, en los citados países se les da tratamiento de conflicto 

marítimo sometido a la jurisdicción marítima especializada, no sólo a los 

casos de responsabilidad civil derivada de los riesgos o siniestros 

marítimos (abordaje, salvamento, averías, arribada forzosa, muerte o 

lesiones personales, etc.), sino también a las controversias relativas a la 

propiedad de la nave, los contratos sobre su utilización, las 
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reclamaciones por daños a las mercancías cargadas a bordo, así como 

los contratos de remolque, pilotaje y construcción o reparación, entre 

otros. 

 

En Colombia existe un enfoque diferente para la resolución judicial de 

los conflictos marítimos, en la medida en que no existen las acciones in 

rem. En su lugar, se consagra la figura del embargo preventivo de naves 

originada en créditos marítimos, los cuales se encuentran regidos por 

los artículos 1555 y siguientes del Código de Comercio. Sin embargo, en 

la actualidad el conocimiento de las solicitudes de embargo de naves 

con base en créditos privilegiados, conforme alas citadas disposiciones 

especiales, corresponde a los jueces ordinarios, dentro del ejercicio de 

una acción ejecutiva. Recientemente fue expedida una normatividad 

para la subregión andina en relación con el embargo de naves; se trata 

de la Decisión 487 de la Comunidad Andina sobre garantías marítimas 

(hipotecas y privilegios marítimos) y embargo preventivo de naves. 

Según lo dispuesto en esta decisión, el embargo debe ser realizado por 

la autoridad judicial competente de cada país miembro, sin que 

necesariamente el hecho de haber practicado el embargo le otorgue 

también competencia para conocer del fondo del litigio. 
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La finalidad del embargo preventivo de naves, conforme está 

consagrada en la legislación ya mencionada, es principalmente obtener 

una garantía sobre la reclamación de un crédito marítimo, pero no 

necesariamente obtener el estudio y conocimiento del litigio por parte 

del Juez. En este sentido, el embargo preventivo de naves opera en 

forma similar a la figura del arresto de naves existente  en países de 

derecho anglosajón, y en los países que forman parte de la Convención 

de Bruselas sobre arresto de naves de 1952. “Sin embargo, el arresto 

de buques no es necesario para obtener jurisdicción sobre una 

reclamación marítima, toda vez que la determinación acerca del 

conocimien0 por parte de la jurisdicción marítima depende de la 

posjbj1dad de iniciar una acción in rem en contra del buque.”15 

 

3.3  EL CONOCIMIENTO DE LOS CONFLICTOS MARITIMOS 

 

El ordenamiento jurídico colombiano no contempla, entonces, la 

existencia de una jurisdicción marítima ampliada, esto es, que esté 

llamada a conocer de todos los conflictos marítimos. En consecuencia, 

por apliajé5n de la cláusula general de competencia contenida en el 

artículo 12 del Código de Procedimiento Civil, el conocin1ei de los litigios 

                                    
15 CHRISTOPHER HILL.  Maritime Law. Londrés,  5ª Ed. Lloyd’s Of London p. 115 
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originados en conflictos marítimos, el principio, correspondería a la 

jurisdicción ordinaria civil. 

 

No obstante, la legislación marítima colombiana otorga a la autoridad 

marítima nacional, la función de investigar y fallar algunos casos de 

conflictos marítimos erfl1re particulares, con expresas atribuciones de 

evaluar determinar la responsabilidad que podría imputarse a las partes 

involucradas, siguiendo un procedimiento especial. 

 

En efecto, el artículo 5.°, numeral 27 del Decreto-Ley 2324 de 1984 

contempla la siguiente función especial a la autoridad marítima 

nacional: Adelantar las investigaciones por violación a las normas de 

Marina Mercante, por siniestros marítimos, por violación a las normas de 

reserva de carga, por contaminación del medio marino y fluvial de su 

jurisdicción, por construcciones indebidas o no autorizadas en los bienes 

de uso público y terrenos sometidos a la jurisdicción de la Dirección 

General Marítima y Portuaria, por violación a otras normas que regulan 

las actividades marítimas e imponer las sanciones correspondientes. 

 

El mismo Decreto-Ley 2324 de 1984, a partir de su artículo 25 establece 

un procedimiento especial para la investigación de accidentes o 
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siniestros marítimos. El artículo 26 define a los accidentes o siniestros 

marítimos de la siguiente manera: 

 

Se consideran accidentes o siniestros marítimos los definidos como tales 

por la ley, por los tratados internacionales, por los convenios 

internacionales, estén o no suscritos por Colombia y por la costumbre 

nacional e internacional. Para los efectos del presente decreto son 

accidentes o siniestros marítimos, sin que se limite a ellos, los 

siguientes: a) el naufragio, b) el encallamiento, c) el abordaje, d) la 

explosión o el incendio de naves o artefactos navales o estructuras o 

plataformas marinas, e) la arribada forzosa, f) la contaminación marina 

al igual que toda situación que origine un riesgo grave de contaminación 

marina y g) los daños causados por naves o artefactos navales a 

instalaciones portuarias. 

 

Esta definición de accidentes o siniestros marítimos es concordante con 

la contenida en el artículo 1513 del Código de Comercio colombiano, 

según el cual “para los efectos de este libro se considera accidente o 

siniestro marítimo el definido como tal por la ley, los tratados o 

convenios internacionales o la costumbre internacional”. 
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El procedimiento especial para la investigación de accidentes y siniestros 

marítimos será descrito en detalle más adelante. Sin embargo, es 

importante resaltar desde ahora el texto del artículo 48 del Decreto-Ley 

2324 de 1984 acerca del contenido de los fallos que profiere la 

autoridad marítima para concluir estas investigaciones: 

 

Los fallos serán motivados, debiendo hacer la declaración de 

culpabilidad y responsabilidad con respecto a los accidentes 

investigados, si es que a ello hubiere lugar, y determinará el avalúo de 

los daños ocurridos COfl tal unotiz’o. Así mismo, impondrá las sanciones 

o multas que fueren del caso si se comprobaren violaciones a normas o 

reglamentos que regulan las actividades marítimas (cursiva fuera de 

texto). 

 

Como puede observarse desde ahora, no se trata de una investigación 

cuya finalidad sea únicamente determinar si se cometió una infracción a 

normas de marina mercante, sino que tiene como objeto averiguar y 

definir la responsabilidad de las personas involucradas en el accidente o 

siniestro marítimo y evaluar los daños derivados del mismo. 
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3.3  LA AUTORIDAD MARITIMA NACIONAL 

 

De conformidad con lo establecido en el artículo 1430 del Código de 

Comercio colombiano, “La autoridad marítima nacional estará 

constituida por la Dirección de Marina Mercante y sus diferentes 

dependencias, la cual ejercerá sus funciones y atribuciones en los 

puertos y mar territorial en lo relativo a la vigilancia, control y 

cumplimiento de las normas relacionadas con las actividades 

marítimas”16. El inciso 2.° de esta misma disposición establece que en 

cada uno de los puertos del país, la autoridad marítima será ejercida por 

la respectiva Capitanía de Puerto. 

 

El artículo 1431 del mismo estatuto mercantil colombiano dispone que la 

autoridad marítima se regirá por las normas Orgánicas de la marina 

mercante colombiana y sus disposiciones reglamentarias, en todo 

aquello que no contraríe a las normas marítimas contenidas en el mismo 

Código de Comercio. 

 

La Dirección de Marina Mercante, creada por el Decreto 3183 de 1952 y 

existente en la época en que fue expedido el Código de Comercio, fue 

                                    
16 Ley 1ª de 1991, Art. 25 
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reemplazada por la actual Dirección General Marítima, cuyo estatuto 

orgánico se encuentra en el Decreto-Ley 2324 de 1984. Originalmente 

denominada Dirección General Marítima y Portuaria, a raíz de la 

expedición de la Ley 1.a de 1991 (Estatuto de Puertos Marítimos) pasó a 

denominarse Dirección General Marítima26, toda vez que las funciones 

que venía ejerciendo en materia de puertos fueron transferidas a la 

Superintendecia General de Puertos (hoy Superintendencia de Puertos y 

Transporte, art. 40 del Dcto. 101 de 2000). 

 

La Dirección General Marítima (DIMAR) es una dependencia del 

Ministerio de la Defensa Nacional, agregada al Comando de la Armada 

Nacional (art. 1.0, Decreto-Ley 2324 de 1984). Es la autoridad marítima 

nacional y su objeto es la dirección, coordinación y control de las 

actividades marítimas y la promoción y estímulo del desarrollo marítimo 

del país (art. 4.°, Decreto-Ley 2324 de 1984). 

 

El artículo 5.° del Decreto-Ley 2324 de 1984 describe las funciones de 

DIMAR, entre las cuales nos interesa concentrarnos en la incluida en su 

numeral 27, ya transcrito, en relación con la investigación y fallo sobre 

los accidentes y siniestros marítimos, por contaminación del medio 

marino y fluvial de su jurisdicción, y por construcciones indebidas o no 



 39 

autorizadas en los bienes de uso público y terrenos sometidos a su 

jurisdicción. 

 

La Dirección General Marítima forma parte de la rama ejecutiva del 

poder público y, por ende, goza de la naturaleza de una entidad del 

orden administrativo. Sus funciones son, en principios de carácter 

administrativo. Sin embargo, su atribución de investigar y fallar los 

accidentes o siniestros marítimos, mediante un procedimiento especial y 

con la finalidad de determinar la responsabilidad de los particulares que 

actúan como partes en la investigación, escapa a la naturaleza de una 

función meramente administrativa, y participa más de las características 

de una función judicial. 

 

3.4  EL PROBLEMA JURÍDICO 

 

Como parte de la rama ejecutiva, la Dirección General Marítima está 

llamada a desempeñar funciones de carácter administrativo. Sin 

embargo, la función contenida en el artículo 5.°, numeral 27 del 

Decreto-Ley 2324 de 1984, acerca de las investigaciones de accidentes 

y siniestros marítimos no participa de las características de una función 

típicamente administrativa, sino que se acerca más al concepto de una 
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función de carácter judicial, en la medida en que conoce de 

controversias en las que son parte los particulares, y no la 

administración; además, el objetivo de la investigación no se limita a 

determinar si se infringieron normas de marina mercante, sino a definir 

la responsabilidad de las partes y el valor de los perjuicios causados con 

el accidente o siniestro. 

 

La Dirección General Marítima también tiene atribuciones investigativas 

y de decisión en otras materias (conforme al mismo art. 5.°, num. 27, 

del Decreto-Ley 2324 de 1984), entre las cuales haremos referencia a 

las relativas a los casos de infracciones a las normas de marina 

mercante (en particular a la ley de reserva de carga), de contaminación 

del medio marino y fluvial de su jurisdicción, y de construcciones 

indebidas o no autorizadas en los bienes de uso público y terrenos 

sometidos a su jurisdicción. 
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4.   JURISDICCIÓN MARÍTIMA 

 

Se entiende por jurisdicción marítima aquella especializada en el 

conocimiento y la resolución de los conflictos que surgen del ejercicio de 

actividades marítimas. Es decir, se trata de una jurisdicción diferente a 

la ordinaria, o sea aquella que conoce de las causas civiles, comerciales, 

laborales y penales. 

 

Los aspectos jurídicos de las actividades marítimas, en general, bien 

pueden enmarcarse en áreas como el derecho civil, el derecho 

comercial, el derecho laboral y el derecho internacional. En efecto, la 

explotación del buque se adelanta mediante la celebración de contratos 

que bien pueden catalogarse como contratos mercantiles, tales como el 

de transporte y el de arrendamiento, a los cuales se aplican los 

principios del derecho contractual. Los abordajes, o colisiones entre 

buques, generalmente se resuelven mediante la aplicación de los 

principios de la responsabilidad civil extracontractual. El contrato de 

seguro, aunque tiene su génesis en la navegación marítima, hoy en día 

se aplica extensivamente a casi todas las actividades comerciales. Los 
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contratos de trabajo del personal de a bordo se fundamentan en el 

derecho laboral. 

 

Sin embargo, y como uno de los elementos que integran el llamado 

“particularismo” del derecho marítimo, éste Cuenta con figuras jurídicas 

que aún le son exclusivas, tales  como el contrato de fletamento30, el 

salvamento, la avería gruesa, el contrato de remolque, el régimen de 

especies náufragas, el riesgo putativo, la pérdida total constructiva y el 

abandono en materia de seguros, la echazón, etc. Y algunas de las 

tipologías jurídicas comunes a otras áreas del derecho, reciben con 

frecuencia un tratamiento singular en el campo marítimo, como es el 

caso de la responsabilidad del transportador marítimo de mercancías, la 

limitación de la responsabilidad del armador, etc. 

 

Las características especiales en que se desarrollan las actividades 

marítimas, por ser el mar un medio ajeno al hombre, son precisamente 

las que exigen en no pocas ocasiones un tratamiento especial sobre 

algunas relaciones jurídicas del derecho marítimo, otorgando a éste 

autonomía y particularismo, al igual que ocurre con el derecho 

aeronáutico. En palabras de RIPERT, “la importancia del medio de 

transporte, la clase de vida de los trabajadores, los incidentes y los 
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riesgos de la navegación, la necesidad de seguridad en razón de la 

importancia de los riesgos, la variedad ye! carácter remoto de ciertas 

operaciones necesitan reglas especiales. Cuando la navegación aérea 

pasó a ser objeto de explotación comercial, hubo que crear un derecho 

de transportes aéreos que tiene también un carácter particular”17. 

 

Debido al mencionado “particularismo” del derecho marítimo, 

tradicionalmente en diversos países se crearon cortes especializadas en 

la resolución de los conflictos marítimos, atendiendo tanto a la 

especialidad de las relaciones jurídicas involucradas, como a la 

necesidad de obtener una decisión rápida. De hecho, la detención de un 

buque o de la mercancía que se encuentra a bordo, por lo general 

representa cuantiosos perjuicios, razón por la cual resultaba  imperioso 

que existiera una instancia judicial que tuviere inmediación con el 

conflicto —razón por la cual estas cortes especializadas siempre estaban 

ubicadas en los puertos—, y que imprimiera celeridad a la decisión, sin 

sacrificar por ello el estudio de fondo de la materia sometida a su 

conocimiento. 

                                    
17 RIPERT, George.  Compendio de Derecho Marítimo. Buenos Aires. Tipografía Edit. 

Argentina, 1954, p.11 
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Estas tres características, entonces, son las que tradicionalmente han 

justificado la existencia de una jurisdicción especializada en asuntos 

marítimos: 

 

 La especialidad de la materia 

 La inmediación con el objeto del litigio 

 La celeridad con que se requiere la decisión 

 

4.1 ALMIRANTAZGO Y JURISDICCION MARITIMA 

 

Existe de vieja data una variedad de términos para identificar tanto al 

derecho marítimo, como a las cortes especializadas en esta rama del 

derecho. ¿Derecho marítimo o derecho del almirantazgo? ¿Corte del 

almirantazgo o jurisdicción marítima? En realidad, la diferencia es más 

de carácter histórico que de contenido, aunque en el derecho 

norteamericano dicha diferencia histórica adquirió relevancia desde la 

misma Constitución de la Unión. 

 

El término “almirantazgo” proviene del Reino Unido de la Gran Bretaña, 

cuando el Rey designaba a un Almirante que lo representaba en cada 

uno de los puertos en los que estaba dividido el imperio. Como en ese 
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entonces no existía el concepto de división de los poderes públicos en 

rama legislativa, rama ejecutiva y rama Judicial, y tampoco se había 

desarrollado la monarquía parlamentaria británica que hoy conocemos, 

todos los Poderes estaban reunidos en el monarca. Y como el almirante 

representaba al Rey, entonces él también ostentaba los tres Poderes 

públicos, ejecutivo, legislativo y judicial, en el área de su delegación. Así 

las cosas, el almirante también  administraba justicia en el puerto y, por 

ende, resolvía los conflictos marítimos. 

 

Con el correr del tiempo, en el imperio británico se fue desarrollando un 

cuerpo judicial conformado por tribunales integrados por jueces 

designados por el Rey, quienes ostentaban el título de caballeros. Aún 

hoy en día el máximo tribunal de la jtisticia inglesa es la Casa de los 

Lores (House of Lords), cuyos integrantes son igualmente caballeros del 

Reino. 

 

Sin embargo, y a pesar de la existencia de este cuerpo judicial, el 

almirante continuaba conociendo y resolviendo los conflictos marítimos 

que se presentaban en su jurisdicción, iniciando así una jurisdicción 

especializada en asuntos marítimos, aparte de los tribunales ordinarios 

de justicia. La existencia de esta jurisdicción especializada generó 
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múltiples conflictos de competencia con los tribunales ordinarios, a los 

cuales nos referiremos más adelante. 

 

Aún en la actualidad, la Gran Bretaña cuenta con un juez especializado 

en asuntos marítimos, el juez del almirantazgo (Admiralty Judge), que 

es uno de los jueces de la corte de primera instancia inglesa (High 

Court)18. El juez del almirantazgo conoce de los asuntos directamente 

relacionados con las actividades y hechos que necesariamente ocurren 

en el mar, tales como las colisiones (abordajes), el salvamento, la 

avería gruesa, etc. Por oposición a los contratos relacionados con la 

navegación que no necesariamente “se celebran en el mar”, como el 

contrato de transporte, el de fletamento y el de seguro, los que, por tal 

motivo, normalmente son conocidos por los jueces comerciales, que 

también tienen asiento en la corte de primera instancia. 

 

Precisamente por esta diferencia en la competencia sobre los asuntos 

marítimos, algunos autores y algunos Sistemas jurídicos establecen una 

distinción entre las cortes del almirantazgo y la jurisdicción marítima 

Como lo explica GONZÁLES LEBRERO, “el término ‘almirantazgo’ es de 

origen anglosajón y se refiere a los hechos o actos que tienen una 

                                    
18 La “high Court” cuya traducción en español es “Alta Corte” a pesar de su nombre no 

es la más alta corte del sistema judicial británico. 
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relación directa con el mar; en la Constitución de Estados Unidos de 

Norteamérica (art. 3, ) se agregó la expresión ‘jurisdicción marítima’ 

para dar también cabida a las causas basadas en la naturaleza de la 

obligación Causas de ‘almirantazgo’ son las dependientes de la localidad, 

del lugar en que se producen los hechos o actos, y causas de 

‘jurisdicción marítima’ las Vinculadas a la materia marítima”19 

 

La expresión “jurisdicción marítima “, más familiar para nuestro sistema 

de derecho que la de “corte de almirantazgo» se ha utilizado 

históricamente en el derecho anglosajón especialmente en el 

norteamericano para ampliar la competencia de los tribunales del 

almirantazgo a los asuntos marítimos que son al mismo tiempo 

considerados como parte del derecho comercial, y por ende de 

competencia de los jueces mercantiles, como son los contratos de 

seguro, de fletamento y de transporte. 

 

4.1.1  Antecedentes.  La importancia de los tribunales marítimos o del 

almirantazgo radica no sólo en su activo rol en la resolución de 

conflictos marítimos, sino además, en el hecho que la recopilación de 

SUS decisiones Constituye la génesis del derecho marítimo Es así como 

                                    
19 GONZALEZ LEBRERO, Rodolfo.  Manual de derecho de la navegación. Buenos Aires. 

Desalma, 2000. p.30 
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entre los antecedentes más significativos las primeras costumbres 

marítimas se encuentran las recopilaciones de los usos, costumbres y  

decisiones de los diferentes tribunales que conocían de asuntos 

marítimos, tales como la Tábula Amalfitana y las decisiones de los 

cónsules del Mar de Trani. Posteriormente, se extendió la consulta de las 

Roles de Oleron, que era Una compilación de las decisiones del Tribunal 

Marítimo de la Isla de Oleron. Otras recopilaciones importantes y 

ampliamente consultadas de las decisiones de diversos tribunales 

marítimos son el Código Hanseático, el Libro Negro del Almirantazgo 

Inglés, el Consulado del Mar y el Guidon de la Mer. 

 

4.1.2 Derecho Comparado.  La creación y funcionamiento de una 

jurisdicción especializada en materias marítimas no es un asunto que 

únicamente haya preocupado al legislador colombiano. Por el contrario, 

dada la internacionalidad que caracteriza al derecho marítimo, a la que 

ya hicimos referencia, es posible encontrar tribunales marítimos y del 

almirantazgo en otros muchos países, principalmente en aquellos que 

han tenido una tradición histórica en el comercio marítimo, con similares 

características y funciones a las que la ley colombiana ha conferido a la 

autoridad marítima nacional. 
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La existencia de tribunales marítimos o del almirantazgo tampoco ha 

sido un tema pacífico. Por el contrario, en otros países también ha 

generado controversia la existencia de una jurisdicción marítima 

especializada, y por qué no decirlo, recelo y prevención respecto de ella 

por parte de los tribunales ordinarios. No sólo en la época antigua de su 

creación, sino aún hoy en día, existen contradictores de los tribunales 

marítimos especializados, quienes cuestionan U constitucionalidad, e 

incluso critican la debilidad y pobre calidad de sus fallos. 
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5. LA LEGISLACIÓN COLOMBIANA 

 

“La regulación actual de la jurisdicción marítima colombiana se 

encuentra en el Decreto-Ley 2324 de 1984, por el cual se reorganizó la 

Dirección General Marítima y Portuaria, hoy denominada Dirección 

General Marítima-DIMAR.”20 

 

5.1  FUNCIONES Y ATRIBUCIONES DE DIMAR 

 

La Dirección General Marítima es la autoridad marítima nacional, por 

expresa disposición del artículo 1430 del  Código de Comercio53, la cual 

es reiterada por el artículo 4.° del mismo Decreto-Ley2324 de 1984. Su 

objeto es la ejecución de la política del gobierno en materia marítima, 

así como la dirección, coordinación y control de las actividades 

marítimas y la promoción y estímulo del desarrollo marítimo del país. 

 

El artículo 5.° del Decreto-Ley 2324 de 1984 describe las funciones y 

atribuciones de DIMAR. El numeral 27 consagra la función de esta 

entidad de adelantar y fallar las investigaciones por: 

                                    
20 Decreto Ley 1380 31 de J ulio de 2001, Art.87 República Bolivariana de Venezuela. 
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 Violación a las normas de Marina Mercante 

 Siniestros marítimos 

 Contaminación del medio marino (concordante con el mismo art. 

5o, num. 19) y fluvial. 

 Violación de las normas de reserva de carga (eliminada por el 

Dcto. 2327 de 1991). 

 Construcciones indebidas o no autorizadas en los bienes de uso 

público y terrenos sometidos a su jurisdicción. 

 Violación de otras normas que regulan las actividades marítimas e 

imponer las sanciones correspondientes. 

 

Para efectos del presente trabajo de investigación nos interesa 

especialmente la función de DIMAR de adelantar y fallar las 

investigaciones por siniestros marítimos. 

 

5.1.1  Funciones de las capitanías de puerto.  El artículo 20, 

numeral 7, del Decreto Ley 2324 de 1984 contempla expresamente una 

función específica de las capitanías de puerto sobre la investigación y 

fallo de los accidentes y siniestros marítimos, con las siguientes 

características: La investigación debe iniciarse de oficio o a petición de 

parte. 
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En una sola función reúne: 

• La investigación y fallo de accidentes y siniestros marítimos. 

• La investigación de infracciones a las normas de marina mercante y la 

imposición de las multas correspondientes. 

 

5.1.2  Funciones del Director General Marítimo.  El artículo del 

Decreto Ley 2324 de 1984 consagra en los numerales 5 y 6, dos 

funciones distintas que describen el papel que desempeña el Director 

General Marítimo como fallador de segunda instancia respecto de las 

decisiones de los capitanes de puerto, así: 

 

Numeral 5: Imponer multas consagradas en la ley y conocer en 

apelación las que impongan los capitanes de puerto. 

Numeral 6: Conocer y fallaren segunda instancia los procesos por 

accidentes y siniestros marítimos. 

 

5.2 EVOLUCIÓN DEL CONCEPTO DE JURISDICCION MARITIMA 

EN COLOMBIA 

 

No se conoce documento alguno que nos pueda servir de referencia 

acerca de la competencia para resolver los conflictos marítimos antes 
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del Código de Comercio Marítimo, sancionado el 11 de julio de 1870, 

razón por la cual la investigación de la evolución normativa del concepto 

de jurisdicción marítima en Colombia se remontará a esa fecha. 

Analizaremos entonces, dicho estatuto y la normatividad que 

posteriormente ha sido expedida sobre la materia que nos Ocupa. 

 

5.2.1  Desarrollo normativo 

 

El Código de Comercio Marítimo. El Código de Comercio Marítimo de 

la Unión (Estados Unidos de Colombia) fue sancionado el 11 de julio de 

1870, reformado por la Ley 10 de 1873y adoptado por la Ley 57 de 

1887. Constituye el cuerpo normativo aplicable a las actividades 

marítimas y fluviales hasta la promulgación del actual Código de 

Comercio (Dcto. 410 de 1971). 

 

En el Código de Comercio Marítimo no existe un capítulo especialmente 

aplicable a los procedimientos, ni acerca de la jurisdicción competente 

para conocer de los conflictos surgidos en las actividades marítimas. Sin 

embargo, de la lectura de sus normas puede deducirse que, aunque 

existían entonces los capitanes de puerto, éstos se limitaban a 
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desempeñar funciones administrativas, quedando la resolución de los 

conflictos marítimos en cabeza de los tribunales de comercio. 

 

Es así como desde el artículo 24, sobre la forma en que los acreedores 

de un crédito marítimo privilegiado deben acreditar su existencia, se 

habla de una función administrativa de los capitanes de puerto5 y en el 

mismo artículo (nums. 3 y 7), se hace referencia a los tribunales de 

comercio, como los competentes para autorizar el pago de salarios, 

gastos de conservación de la nave, gastos de venta o de construcción de 

la nave y gastos de provisiones y suministros. 

 

Del mismo modo, el artículo 33 establece la competencia de los 

tribunales de comercio para conocer de las solicitudes de autorización 

para vender la nave, presentadas por el capitán, el maestre o el patrón, 

cuando la nave haya sufrido daños que no permitan su rehabilitación 

para continuar el viaje. 

 

Por su parte, el artículo 43 dispone que en caso de empate en la 

votación de los copropietarios de una nave en relación con las decisiones 

sobre su administración, dicho empate será resuelto por el tribunal de 

comercio. 
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Aún más, en las disposiciones relativas a asuntos típicamente 

marítimos, como es el caso de la avería gruesa o común y de la avería 

particular, cuyo conocimiento con frecuencia se remite a tribunales 

marítimos o de almirantazgo en otros países, existen previsiones 

expresas del código que otorgan el conocimiento de las controversias 

originadas en este tipo de averías a los tribunales de comercio (arts. 

291, 296y 298). 

 

En diversos capítulos que tratan variadas materias propias del derecho 

marítimo, el código en comento siempre remite la solución de las 

controversias a los tribunales de comercio, lo cual nos indica claramente 

que no existían en esa época tribunales especializados en asuntos 

marítimos, y mucho menos podía hablarse entonces de una jurisdicción 

marítima. 

 

El Código de Aduanas - Ley 79 de 1931.  No obstante lo anterior, 

estando aún en vigencia el Código de Comercio Marítimo, se expidió el 

Código de Aduanas, mediante Ley 79 de 1931, en el cual sí se incluyó 

una disposición especial que podemos calificar como la primera 

manifestación de una jurisdicción especializada en algunos asuntos 

marítimos en Colombia. 
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Nos referimos al artículo 426 del Código de Aduanas, cuyo texto es el 

siguiente: 

 

El capitán del resguardo de los puertos habilitados dispone de los 

recursos y apremios, multas y negación de servicios marítimos contra 

las personas que obstruyan las bahías en su jurisdicción, pudiendo hacer 

uso de tales apremios contra los dueños y consignatarios de las 

embarcaciones que se vayan a pique o que se varen o causen estorbo a 

los demás buques, o dañen los puertos, para obligarlos a remover el 

obstáculo y dejar libre la bahía. Las autoridades políticas están en el 

deber de prestar el más decidido apoyo para el cumplimiento de las 

siguientes disposiciones. 

 

De acuerdo con las definiciones contenidas en el artículo 1.0 del Código 

de Aduanas, el ‘resguardo” es el cuerpo o grupo de fuerzas de policía 

anexa a una aduana o al servicio de ella. La misma Ley 79 de 1931 creó 

un cuerpo de policía especializado denominado la Policía de Aduanas, 

encargada del cumplimiento de las leyes en las zonas aduaneras (art. 

39). Anexo a cada aduana existía un cuerpo de Policía Aduanera, 

llamado Resguardo, al comando de un oficial. Este oficial en jefe de cada 

resguardo, era denominado “capitán del puerto”, en las aduanas 
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situadas en puertos marítimos, fluviales o mediterráneos o aéreos, y 

“capitán de resguardo”, en las demás aduanas (art. 40). 

 

El resguardo formaba parte de la organización de cada aduana y su 

capitán estaba sujeto a la autoridad del administrador de aduanera 

correspondiente (art. 41, en concordancia con el art. 32, num. 7). 

 

En consecuencia, es evidente que el capitán del resguardo a que se 

refiere el transcrito artículo 426 del Código de Aduanas, en realidad 

debía llamarse “Capitán de Puerto”, toda vez que la norma habla del 

capitán del resguardo de cada puerto habilitado, y según el artículo 40 

del mismo estatuto, los capitanes del resguardo de las aduanas situadas 

en un puerto marítimo fluvial recibían la denominación de “capitán del 

puerto”. 

 

De otra parte, es necesario resaltar que el “capitán del puerto” era un 

funcionario de la administración, esto es, de la rama ejecutiva del 

Estado, ya que formaba parte de la policía, estaba integrado a la 

estructura de la Aduana y era dependiente jerárquicamente del 

administrador de aduanas respectivo y del director general de aduanas. 
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Pero por mandato expreso del artículo 426 del Código de Aduanas, el 

capitán del puerto conocía y fallaba, breve y sumariamente, los asuntos 

de avería causados por naves o embarcaciones de cualquier clase a 

otras embarcaciones en las aguas de su jurisdicción. Se trata de una 

función que cuenta con las siguientes características: 

 

Implica el conocimiento y decisión de una controversia en la que son 

parte dos particulares: las averías causadas por una nave a otra nave. 

La norma no exige que una o ambas embarcaciones pertenezcan a una 

entidad estatal, lo cual fuerza a concluir que puede tratarse de 

embarcaciones pertenecientes a particulares, las cuales tras un abordaje 

someten sus diferencias al capitán del puerto. 

 

La investigación y el fallo deben adelantarse mediante un procedimiento 

breve y sumario. 

 

Los fallos deben contener un avalúo de los perjuicios causados y de las 

costas sufridas. 

 

Los fallos prestan mérito ejecutivo ante los jueces competentes por 

razón de la jurisdicción y la cuantía. 
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Las decisiones del capitán del puerto están sujetas al principio de la 

doble instancia, en la medida en que son apelables ante el Tribunal 

Distrital de Aduanas, el que también deberá fallarlas breve y 

sumariamente 

 

El Decreto 3183 de 1952.  Mediante este decreto de facultades 

extraordinarias conferidas en virtud del artículo 121 de la Constitución 

Política de 1886 se creó la Dirección de Marina Mercante colombiana, 

Como una dependencia del Comando General de la Armada Nacional, 

entre cuyas funciones se encuentra la de ejercer el Control técnico de 

todos los servicios de la Marina Mercante Colombiana y velar por el 

cumplimiento de las leyes, decretos  y reglamentos relacionados con el 

funcionamiento de la misma. 

 

En cada uno de los puertos marítimos de la República se creó una 

Capitanía de Puerto, dependiente de la Dirección de Marina Mercante 

colombiana. Entre las funciones de los capitanes de puerto, 

encontramos la de “investigar aún de oficio las infracciones a las leyes, 

decretos y reglamentos de la Marina Mercante colombiana, expidiendo el 

fallo de primer grado” (cursiva fuera de texto) Art. 7.°, lit. h, Dcto, 3183 

de 1952]. 
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Los “fallos” del Capitán de Puerto estaban sometidos al principio de 

doble instancia, en la medida en que una de las funciones de la 

Dirección de Marina Mercante colombiana era “dar curso a las 

apelaciones y consultas de los fallos pronunciados por los capitanes de 

puerto” (art. 6.°, lit. f, Dcto. 3183 de 1952). 

 

Mediante un decreto reglamentario del Decreto 3183 de 1952, las 

funciones de investigación y fallo que el artículo 426 de la Ley 79 de 

1931 atribuía a los capitanes del resguardo de aduanas, fueron 

transferidas a los recién creados capitanes de puerto, como 

representantes de la autoridad marítima en los terminales marítimos. 

 

En virtud de la Ley 141 de 1961, el Decreto 3183 de 1952 fue adoptado 

como legislación permanente, y mantuvo su vigencia hasta la expedición 

del Decreto Ley 2349 de 1971. 

 

Es preciso anotar que el Decreto 3183 de 1952, se aplicó en forma 

simultánea con la Ley 79 de 1931 (Código de Aduanas) y bajo su 

vigencia se afirmaba que las capitanías de puerto y la entonces 

Dirección de Marina Mercante colombiana desempeñaban verdaderas 

funciones jurisdiccionales al investigar y fallar los accidentes y siniestros 
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marítimos e, incluso, llegó a sostenerse que la autoridad marítima 

constituía, para estos efectos, a los Tribunales de Comercio que de 

acuerdo con el Código de Comercio Marítimo entonces vigente, eran 

competentes para conocer y fallar las controversias marítimas. 

 

Nos referimos al Código de Comercio expedido mediante Decreto 410 de 

1971, que reemplazó a los Códigos de Comercio Terrestre y de 

Comercio Marítimo. El nuevo Código de Comercio se ocupa también de 

los asuntos relativos a la navegación marítima en su Libro V. 

 

En realidad el Código de Comercio no se ocupa de los procedimientos 

aplicables a las investigaciones por accidentes y siniestros marítimos, ni 

por las infracciones a las normas de marina mercante que adelantaba la 

Dirección de Marina Mercante colombiana. 

 

Sin embargo, es pertinente resaltar cómo el artículo 1430 del Código de 

Comercio designa a la Dirección de Marina Mercante como la autoridad 

marítima nacional. Dice el artículo 1430: 

 

Artículo 1430. La autoridad marítima nacional está constituida por la 

Dirección de Marina Mercante y sus diferentes dependencias, la cual 
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ejercerá sus funciones y atribuciones en los puertos y mar territorial en 

lo relativo a la vigilancia, control y cumplimiento de las normas 

relacionadas con las actividades marítimas. 

 

La autoridad marítima en cada uno de los puertos colombianos se 

ejercerá por el respectivo Capitán de Puerto o quien haga sus veces. Los 

demás funcionarios públicos que ejerzan funciones diferentes en los 

puertos marítimos y fluviales, deberán colaborar con la autoridad 

marítima y en caso de colisión decidirá el Capitán de Puerto. 

 

Posteriormente, la Dirección de Marina Mercante fue reemplazada por la 

Dirección General Marítima y Portuaria, creada mediante el Decreto Ley 

2349 de 1971. 

 

Por su parte, el artículo 1431 del Código de Comercio establece que la 

autoridad marítima se debe regir por las normas orgánicas de la marina 

mercante colombiana, siempre y cuando no contraríen lo estatuido en el 

Código de Comercio. 

 

El Decreto Ley 2349 de 1971.  En ejercicio de las facultades 

extraordinarias conferidas por la Ley 7:1 de 1970, el Gobierno Nacional 
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expidió el Decreto Ley 2349 de 1971, en virtud del cual se creó la 

Dirección General Marítima y Portuaria, en reemplazo de la Dirección de 

Marina Mercante colombiana. 

 

La nueva Dirección General Marítima y Portuaria es una dependencia del 

Ministerio de Defensa Nacional y tiene como objetivos la dirección de la 

marina mercante, la investigación marítima y la regulación y control del 

transporte marítimo internacional y de cabotaje, así como también de 

los puertos del país. 

 

Entre las funciones de los capitanes de puerto se encuentra la de 

investigar, aún de oficio, las infracciones a las leyes, decretos y 

reglamentos de la marina mercante colombiana y dictar el fallo de 

primer grado (art. 9.°, num. 9). Sus decisiones son revisadas, en 

segunda instancia, por el Director General Marítimo (art. 4.°, num. 8), 

bien sea por apelación (art. 56) o consulta (art. 60). 

 

En este decreto, por primera vez, se consagra un procedimiento especial 

para adelantar las investigaciones por accidentes y siniestros marítimos 

(Título VI), el cual se caracteriza por contener disposiciones especiales 

en materia de instrucción de la investigación, pruebas, recursos y 
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desarrollo de las audiencias, entre otras. Además, hace expresa 

remisión a las normas del Código de Procedimiento Civil en asuntos 

tales como pruebas y notificaciones. 

 

El artículo 3.°, numeral 24, del Decreto Ley 2349 de 1971 también 

otorga a la Dirección General Marítima y Portuaria  la función de 

adelantar investigaciones y ejercer control sobre contaminación de las 

aguas jurisdiccionales. Sin embargo, estas investigaciones no deben 

seguir el procedimiento contemplado en el título vi para los accidentes y 

siniestros marítimos. 

 

5.2.2  Investigaciones por accidentes y siniestros marítimos.  Las 

investigaciones por accidentes y siniestros marítimos están 

especialmente reguladas en el Título VI, artículos 37 a 74, del Decreto 

Ley 2349 de 1971. Esta regulación empieza por definir el objeto de la 

investigación. Según el artículo 38, se considera accidente o siniestro 

marítimo, el definido como tal por los tratados, convenios y la 

costumbre nacional e internacional. 
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El procedimiento que debe seguirse para las investigaciones de los 

accidentes y siniestros marítimos puede resumirse en los pasos que se 

describen a continuación. 

 

Apertura de la investigación. La investigación debe abrirse, bien sea 

de oficio, o por protesta presentada por el capitán o los capitanes de la 

o las embarcaciones involucradas59. Para tal efecto, el Capitán de 

Puerto debe dictar un auto de apertura de la investigación, dentro de las 

doce (12) horas siguientes a la presentación de la protesta o a su 

conocimiento de los hechos, lo que ocurra primero. 

 

Tribunal de capitanes. El Decreto Ley 2349 de 1971 crea un cuerpo 

colegiado de carácter permanente en los puertos de primera categoría, 

denominado Tribunal de Capitanes, y cuya función es asesorar al 

Capitán de Puerto en las investigaciones por accidentes o siniestros 

marítimos. El Tribunal de capitanes está integrado por dos capitanes de 

altura o ingenieros-jefe u oficiales de la Armada en servicio activo o en 

uso de buen retiro (art. 40). 

 

La función del Tribunal de capitanes es asesorar al Capitán de Puerto en 

los aspectos técnicos de la investigación sobre el accidente o siniestro, 
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para lo cual está facultado no sólo para presenciar e intervenir en las 

diligencias probatorias de interrogatorio, inspecciones y peritazgos, sino 

que también puede solicitar la práctica de pruebas que estime oportunas 

y necesarias para esclarecer los hechos. 

 

Una vez cerrada la investigación el tribunal de capitanes debe emitir un 

concepto, que no es obligatorio para el Capitán de Puerto. 

 

Es preciso destacar que el tribunal de capitanes es un cuerpo de 

carácter permanente en los puertos de primera categoría; no se trata de 

un tribunal designado ad Hoc en cada investigación. Sin embargo, el 

Capitán de Puerto puede estimar libremente que la actuación del 

Tribunal no es indispensable, en casos de accidentes o siniestros 

menores (art. 40, parg.). 

 

Etapa probatoria.  En la investigación son admisibles todos los medios 

de prueba previstos en la legislación procesal civil, a la cual hace 

expresa referencia el artículo 48 del Decreto Ley 2349 de 1971. Hay que 

destacar que esta misma norma dispone que todas las pruebas deben 

ser practicadas en audiencia, y que las mismas se apreciarán según las 

reglas de la sana crítica. La investigación debe dirigirse a esclarecer los 
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hechos del accidente o siniestro y especialmente a determinar la fecha y 

hora de su ocurrencia, la visibilidad, condiciones del  tiempo y del mar, 

el estado de las naves y de sus equipos, los libros de bitácora, los 

certificados y patentes de navegación de las embarcaciones, las licencias 

del capitán y la tripulación, el levantamiento de un croquis sobre la carta 

de navegación y las demás cuestiones que el Capitán de Puerto estime 

necesario establecer, tales como la inspección con intervención de 

peritos navales y el avalúo de los daños (art. 49). 

 

Fallo de primera instancia.  El fallo de primer grado debe ser 

expedido de acuerdo con el título XIV del Código de Procedimiento Civil 

(providencias del juez). Una vez expedido, debe ser notificado 

personalmente a las partes; si la notificación personal no es posible, se 

hará la notificación por edicto que se fijará por tres (3) días, siguiendo 

las formalidades del título xv del Código de Procedimiento Civil. 

 

Recursos.  Contra las providencias que dicte el Capitán de Puerto se 

pueden interponer los recursos de reposición y de apelación (art. 56). 

El recurso de reposición debe interponerse por escrito dentro de los tres 

(3) días siguientes a la notificación del fallo; el escrito de reposición se 

pondrá a disposición de las partes por tres (3) días más. Vencido este 
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término, el recurso deberá resolverse dentro de los dos (2) días 

siguientes. 

 

El recurso de apelación debe interponerse verbalmente en el acto de 

notificación o por escrito dentro de los tres (3) días siguientes. Si el 

recurso es procedente, se concederá dentro de los dos (2) días 

siguientes, en el efecto suspensivo. 

 

La apelación se surte ante la Dirección General Marítima y Portuaria, 

específicamente ante su Oficina Jurídica, que se encarga del trámite del 

recurso y de preparar los proyectos de fallos de segunda instancia, que 

serán firmados por el director general (arts. 61 y 6.°, num. 8). 

 

Una vez recibido el expediente en la Dirección General Marítima y 

Portuaria, se fija en lista por dos (2) días para ponerlo a disposición de 

las partes, con el fin de que soliciten la práctica de las pruebas que se 

dejaron de practicar en la primera instancia sin culpa del peticionario, o 

que versen sobre hechos nuevos. 
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Consulta. Si no se interpone el recurso de apelación, en todo caso el 

fallo de primer grado debe ser objeto de consulta ante el Director 

General Marítimo y Portuario (art. 60). 

 

Fallo de segunda instancia. La sentencia de segunda instancia es 

proferida por el Director General Marítimo y Portuario y se notifica a las 

partes por edicto, al igual que el fallo de primer grado. La sentencia 

puede ser objeto de aclaración, corrección o adición, conforme a lo 

previsto en el Título XIV, Capítulo III, del Código de Procedimiento Civil. 

 

Procedimiento especial. Los artículos 65 a 69 del Decreto Ley 2349 

de 1971 consagran un procedimiento especial para las investigaciones 

que se adelanten en las capitanías de puerto de segunda categoría, las 

cuales únicamente tiene la función instructora, correspondiendo la 

decisión de primera instancia a la capitanía de puerto de primera 

categoría que tenga jurisdicción sobre la que llevó la instrucción. 

 

Mérito ejecutivo. El Decreto Ley 2349 de 1971 no contiene una 

disposición que en forma expresa se refiera al mérito ejecutivo que  

puedan prestar los fallos proferidos por las capitanías de puerto y por la 
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Dirección General Marítima y Portuaria en el curso de las investigaciones 

por accidentes y siniestros marítimos. 

 

5.2.3 Investigaciones por infracciones a las normas sobre 

reserva de carga.  El Decreto Ley 2349 de 1971 en su artículo 3.°, 

numerales 19 y 20, atribuye a la entonces Dirección General Marítima y 

Portuaria-DIMAR, las funciones de tramitar las solicitudes que presenten 

los armadores colombianos sobre la aplicación de las normas legales 

sobre reserva de carga, y de informar a los organismos de comercio 

exterior el listado de las empresas nacionales de transporte marítimo y 

sus asociadas, para efectos de dar cumplimiento a estas mismas 

disposiciones. 

 

La reserva de carga, consagrada en los decretos 994 de 1966 y 1208 de 

1969, era aplicada por la Dirección General Marítima y Portuaria 

mediante el procedimiento especial contenido en el artículo 85 del 

Decreto Ley 2349 de 1971. El parágrafo de este mismo artículo es del 

siguiente tenor: 

 

Cuando se determine el incumplimiento de la ley sobre reserva de 

carga, se impondrá (sic) al beneficiario importador o exportador, multas 
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cuyo monto puede ser igual a una vez el importe pagado por fletes en el 

tráfico correspondiente, de conformidad con la reglamentación que 

expida el Gobierno. 

 

No especifica la norma transcrita el procedimiento que debe seguirse 

para la investigación de un incumplimiento de la reserva de carga y la 

imposición de la respectiva sanción. 

 

No obstante lo anterior, es preciso destacar que el procedimiento 

especial contenido en el Título vi, artículos 37 a 74 del Decreto Ley 2349 

de 1971, es especialmente aplicable a las investigaciones por accidentes 

y siniestros marítimos y no existe disposición alguna en este estatuto 

que lo haga también aplicable a los casos de violación a las normas  

marítimos y no existe disposición alguna en este estatuto que lo haga 

también aplicable a los casos de violación a las normas de reserva de 

carga. 

 

Por el contrario, el artículo 9.°, numeral 9, dispone que las capitanías de 

puerto tienen entre sus funciones la de investigar, aún de oficio, las 

infracciones a las leyes, decretos y reglamentos de la marina mercante 

colombiana y dictar el fallo de primer grado. Por su parte, el artículo 3.°, 
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numeral 18, atribuye a la Dirección General Marítima y Portuaria la 

función de dar curso a las apelaciones y consultas de los fallos 

pronunciados por las capitanías de puerto en las infracciones a las 

disposiciones legales. 

 

A nuestro juicio, dada la especialidad del procedimiento contenido en el 

Título VI del decreto comentado, en cuanto a que se aplica 

exclusivamente a los casos de accidentes y siniestros marítimos, las 

investigaciones por violación a las normas de marina mercante y en 

especial a la ley de reserva de carga, deben seguir el procedimiento 

previsto en el Código Contencioso Administrativo para la vía 

gubernativa. 

 

5.2.4 Investigaciones por construcciones indebidas en playas y 

terrenos de bajamar.  El artículo 3.°, numeral 17, del Decreto Ley 

2349 de 1971 atribuye a la Dirección General Marítima y Portuaria la 

función de “regular, controlar y autorizar las construcciones costeras y 

marítimas”. Posteriormente el Título vi, tercera parte, contiene las 

disposiciones y los procedimientos aplicables para que DIMAR otorgara 

las concesiones, permisos y licencias para el uso y goce de las playas y 

terrenos de bajamar. El artículo 98 establece las circunstancias bajo las 



 73 

cuales una concesión o permiso otorgados pueden perder su validez y, 

en consecuencia, ser revocados por DIMAR. El inciso final de esta norma 

dispone que las capitanías de puerto estarán a cargo de verificar la 

ocurrencia de alguna de estas circunstancias e informar a DIMAR para 

que ésta adopte la decisión correspondiente. 

 

Fuera de las citadas previsiones, no existe norma alguna en este decreto 

que indique cuál es el procedimiento que deberá seguirse para adelantar 

las investigaciones por construcciones indebidas en playas y terrenos de 

bajamar o por el uso indebido de concesiones o permisos. Por lo tanto, 

dada la naturaleza de entidad administrativa de DIMAR y la especialidad 

del procedimiento contenido en los artículos 37 a 74, es preciso concluir 

que estas investigaciones deben adelantarse conforme al procedimiento 

contemplado en el Código Contencioso Administrativo para la vía 

gubernativa. 

 

5.2.5 Investigaciones por contaminación ambiental marina.  

Aunque la Dirección General Marítima y Portuaria desde el Decreto Ley 

2349 de 1971 tiene atribuciones para investigar los casos de 

contaminación ambiental marina, estas investigaciones no Siguen el 

procedimiento especial del Título vi, artículos 37 a 74, antes descrito, el 
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cual sólo es aplicable a los casos de accidentes y Siniestros marítimos. 

Por lo tanto, bajo la vigencia de la mencionada norma las 

investigaciones por contaminación ambiental marina deben seguir el 

procedimiento contemplado en el Código Contencioso Administrativo 

para la vía gubernativa. 

 

5.2.6 El Decreto Ley 2324 de 1984.  El Decreto Ley 2349 de 1971 

fue derogado por el Decreto Ley 2324 de 1984, expedido este último 

con base en las facultades extraordinarias otorgadas al ejecutivo por la 

Ley 19 de 1983. 

 

5.2.7 El Decreto Ley 2324 de 1984.  Es la norma actualmente en 

vigencia, tanto para la estructura y funciones de la autoridad marítima 

como para el tema que nos ocupa, esto es, las investigaciones sobre 

accidentes y siniestros marítimos. 

 

De acuerdo con el artículo 4.° del Decreto Ley 2324 de 1984, la 

Dirección General Marítima y Portuaria es la autoridad marítima nacional 

que ejecuta la política del Gobierno en materia marítima y tiene por 

objeto la regulación61, dirección, coordinación y control de las 
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actividades marítimas y la promoción y estímulo del desarrollo marítimo 

del país. 

 

El artículo 5.° del Decreto Ley 2324 de 1984 describe las funciones y 

atribuciones de DIMAR. El numeral 27 consagra la función de esta 

entidad de adelantar y fallar las investigaciones por: 

 

 Violación a las normas de Marina Mercante. 

 Siniestros marítimos. 

 Contaminación del medio marino (concordante con el mismo art. 5.”, 

numeral 19) y fluvial. 

 Violación de las normas de reserva de carga. 

 Construcciones indebidas o no autorizadas en los bienes de 

 uso público y terrenos sometidos a su jurisdicción. 

 Violación de otras normas que regulan las actividades marítimas e 

imponer las sanciones correspondientes. 

 

El Decreto Ley 2324 de 1984 también consagra en su Título iv un 

procedimiento especial para las investigaciones por accidentes y 

siniestros marítimos. Este procedimiento tiene algunas diferencias con el 

previsto en el Decreto Ley 2349 de 1971, que le antecedió. De otra 
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parte, en el Decreto Ley 2324 de 1984 existen disposiciones que 

remiten a otras normas en materia del procedimiento aplicable a 

algunas de las investigaciones mencionadas en el artículo 5.°, numeral 

27. 

 

Por tal motivo, consideramos necesario estudiar por separado los 

procedimientos aplicables a las diferentes investigaciones previstas en la 

citada norma, como lo haremos más adelante. 

 

5.2.8  La Ley 1 de 1991.  Con posterioridad al Decreto Ley 2324 de 

1984 se expidió el estatuto de puertos marítimos, mediante la Ley 1.a 

de 1991, en virtud de la cual las funciones que desempeñaba la 

Dirección General Marítima y Portuaria en materia de concesiones 

portuarias fueron trasladadas a la recién creada Superintendencia 

General de Puertos63. El artículo 25 de esta ley dispone que la Dirección 

General Marítima y Portuaria en adelante se llamará Dirección General 

Marítima. 

 

En consecuencia, en el presente trabajo utilizaremos indistintamente las 

denominaciones de Dirección General Marítima, Autoridad Marítima, o 

simplemente DIMAR. 
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B. Procedimiento aplicable a las investigaciones que adelanta la 

autoridad marítima 

 

5.3  PROCEDIMIENTO APLICABLE A LAS INVESTIGACIONES QUE 

ADELANTA LA AUTORIDAD MARITIMA 

 

5.3.1  Investigaciones por accidentes y siniestros marítimos.  

Como ya lo hemos anotado, las investigaciones por accidentes y 

siniestros marítimos deben seguir el procedimiento especial establecido 

en el Título IV del Decreto Ley 2324 de 1984, artículos 25 a 75. A 

continuación procedemos a describir las principales características de 

este procedimiento. 

 

5.3.2  Accidentes o siniestros marítimos. Se definen los accidentes 

o siniestros marítimos como aquellos calificados como tales por la ley, 

los tratados internacionales, los convenios internacionales suscritos o no 

por Colombia y por la costumbre nacional e internacional. De manera 

enunciativa, el artículo 26 dispone que se consideran accidentes o 

siniestros marítimos los siguientes: 

 

 El naufragio. 
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 El encallamiento. 

 El abordaje. 

 La explosión o el incendio de naves o artefactos navales o 

estructuras o plataformas marinas. 

 La arribada forzosa. 

 

La contaminación marina, al igual que toda situación que origine un 

riesgo grave de contaminación marina. 

 

Los daños causados por naves o artefactos navales a instalaciones 

portuarias.  Es importante destacar que esta no es una lista taxativa. 

 

Competencia. Las capitanías de puerto son competentes para 

investigar y fallar los accidentes y siniestros marítimos que ocurran en 

aguas de su jurisdicción en primera instancia. Yen segunda instancia es 

competente la Dirección General Marítima. Del mismo modo, son 

competentes para investigar y fallar los accidentes y siniestros 

marítimos que ocurran fuera de la jurisdicción de DIMAR, cuando el 

primer puerto de recalada sea colombiano. 
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Apertura de la investigación. La investigación puede iniciarse de 

oficio, mediante protesta presentada por el capitán o capitanes de las 

naves, artefactos o plataformas involucradas, o bien por demanda 

presentada por persona interesada. Debe iniciarse dentro del día 

siguiente al conocimiento del siniestro o accidente, o al arribo de la 

embarcación a puerto colombiano o a la presentación de la protesta o 

demanda. 

 

La investigación se inicia mediante un auto dictado por el Capitán de 

Puerto, el cual debe contener: 

 

 Relación de las pruebas que se deben practicar. 

 Fecha y hora para la primera audiencia pública, que deberá celebrarse 

dentro de los tres (3) días siguientes a la fecha del auto. 

 Notificaciones que deben practicarse. 

 Si el Capitán de Puerto decide convocar a un Tribunal de capitanes, en 

este auto le ordenará hacer un estimativo preliminar de los daños, 

que servirá de base para fijar las cauciones de que trata el artículo 

72. Si no convoca al Tribunal de capitanes, este estimativo lo hará el 

mismo Capitán de Puerto. 
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Notificación del auto de apertura de la investigación. La 

notificación de este auto a todas las partes interesadas resulta de vital 

importancia para garantizar el derecho de defensa de quienes pueden 

verse afectados por el fallo. 

 

El artículo 36 indica que el auto de apertura de la investigación debe 

fijarse en el estado hasta la fecha de la primera audiencia, y además, 

debe notificarse personalmente a las siguientes personas: 

 

 Capitán de la nave, o su armador, o su agente marítimo. 

 Práctico o compañía de practicaje. 

 Propietario o encargado de las plataformas o instalaciones. 

 bien, a los apoderados o representantes de cada uno de los 

anteriores. 

 La notificación debe hacerse mediante el envío de una copia del auto 

por correo certificado, telex o mediante entrega Personal 

 

En caso que la investigación se haya iniciado por protesta o demanda de 

persona interesada, ésta se entenderá notificada de la apertura de la 

investigación mediante la fijación en estado del auto correspondiente. 



 81 

La primera audiencia no puede adelantarse antes de que se hayan 

verificado las anteriores notificaciones. 

 

El tribunal de capitanes.  El Decreto 2324 de 1984, al igual que el que 

lo antecedió (Dcto. 2349 de 1971), prevé la integración de un tribunal 

de capitanes, cuya función es asesorar al Capitán de Puerto en la 

investigación por accidentes o siniestros marítimos. Sin embargo, a 

diferencia del régimen anterior, en el presente se consagra la figura del 

tribunal de capitanes, no como un órgano permanente de asesoría para 

todas las investigaciones, sino como un cuerpo asesorad Iwc, que se 

constituye por decisión autónoma del Capitán de Puerto. 

 

En efecto, el artículo 28 del decreto dispone que “con el fin de asesorar 

las investigaciones por accidentes o siniestros marítimos el Capitán de 

Puerto podrá constituir un tribunal de capitanes...” (cursiva fuera de 

texto). La convocatoria e integración del tribunal de capitanes se hace a 

criterio del Capitán de Puerto, dependiendo de la naturaleza del 

accidente o siniestro investigado y, en especial, de si es necesario 

obtener un concepto técnico especializado sobre los aspectos técnicos 

de la navegación de las embarcaciones involucradas. 
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Para ser designado miembro del tribunal es necesario tener la condición 

de capitán de altura, ingeniero jefe, oficial superior de la Armada 

Nacional en servicio activo o en retiro, o perito naval inscrito de 

categoría A. 

 

El tribunal debe ser convocado desde el auto de apertura de la 

investigación, por cuanto como veremos adelante, parte de sus 

funciones es participar en el recaudo de las pruebas. La designación es 

de forzosa aceptación, salvo que concurran las excusas previstas en la 

legislación procesal civil para los auxiliares de la justicia. Del mismo 

modo, a los miembros del Tribunal les es aplicable el régimen de 

impedimentos y recusaciones previsto para los jueces en el Código de 

Procedimiento Civil. 

 

El tribunal de capitanes puede actuar válidamente dentro del proceso 

Con la presencia de dos (2) de sus miembros, y tiene las siguien5 

funciones (art. 32): 

 

a. Asesorar al Capitán de Puerto en el estudio de todos los aspectos 

técnicos materia de la investigación. 
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b. Asistir a las diligencias de práctica de pruebas; sin embargo, su 

inasistencia no invalida la prueba recaudada. 

c. Solicitar al Capitán de Puerto la práctica de las pruebas que estime 

Convenientes 

 

d. Rendir un dictamen pericial(una vez cerrada la investigación, sobre 

los siguientes aspectos: 1. Circunstancias en las que se produjo el 

accidente o siniestro, con exposición y análisis de los aspectos técnicos y 

náuticos relevantes; 2. Calificación de la conducta de las personas 

involucradas y del estado de la nave, artefacto o plataforma, desde los 

puntos de vista técnico y náutico; 3. Pronunciamiento razonado de si 

hubo culpa y a quién es imputable; 4. Avalúo de los daños; 5. Los 

demás aspectos que l sean solicitados por el Capitán de Puerto, de oficio 

o a Solicitud de parte. 

 

Como puede observarse el artículo 32 del Decreto Ley 2324 de 1984 en 

forma expresa indica que el tribunal de capitanes debe rendir un 

dictamen pericial, lo cual nos conduce inevitablemente a aplicar las 

normas del Código de Procedimiento Civil sobre la prueba pericial. En tal 

sentido, Sostenemos que el pronunciamiento sobre culpabilidad a que 

hace referencia el literal c) del numeral 4 del artículo 32 del decreto, 
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com0 parte del dictamen que debe rendir el tribunal de capitanes debe 

limitarse a los aspectos técnicos y náuticos de la conducta de las 

personas involucradas en la investigación, toda vez que el artículo 236, 

numeral 1, del  Código de Procedimiento Civil impide a los peritos 

pronunciarse sobre puntos de derecho al momento de rendir su 

dictamen. 

 

El dictamen pericial del tribunal de capitanes debe ser rendido en el 

término de cinco (5) días siguientes al auto que declare cerrada la 

investigación (art. 44). 

 

Los honorarios del tribunal de capitanes son señalados en el auto de 

traslado del dictamen pericial que rindan y deben ser pagados por las 

partes en igual proporción, de acuerdo con las tarifas que para el efecto 

debe establecer la autoridad marítima. 

 

Primera audiencia. La primera audiencia, convocada en el auto de 

apertura de la investigación, puede ser aplazada en caso que con 

anterioridad alguna de las personas convocadas presente excusa 

razonable, acompañada de prueba del impedimento aducido para no 

asistir. Entonces, se podrá señalar nueva fecha y hora para la audiencia, 
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que deberá ser dentro de los dos (2) días siguientes. No puede haber un 

nuevo aplazamiento, y en esta segunda convocatoria la audiencia se 

celebrará con las personas que asistan. 

 

La primera audiencia debe desarrollarse de la siguiente manera: 

 

Reconocimiento de personería. El Capitán de Puerto reconocerá 

personería a los apoderados de las partes debidamente acreditados. 

Adicionalmente, estudiará y resolverá las peticiones que presenten 

personas que, sin haber sido notificadas del auto de apertura de la 

investigación, se crean con derecho a ser parte de ella. Del mismo 

modo, de oficio o a solicitud de parte, podrá decidir sobre la 

convocatoria al proceso de personas que no fueron inicialmente 

vinculadas y que tampoco asistieron a esta audiencia, pero que estima 

necesario hacer parte de la investigación. 

 

Declaración del estado de hechos y peticiones. En esta audiencia, o 

en la primera en que participen, cada una de las partes de la 

investigación deberá presentar un escrito donde indique lo siguiente: 

 

(i) Identificación y domicilio de la persona interesada y de su apoderado. 
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(ii) Lo que pretende demostrar dentro de la investigación, expresando 

sus pretensiones. 

(iii) Los hechos que fundamentan sus pretensiones. 

(iv) Los fundamentos de derecho que invoque. 

(v) Las pruebas que acompañe al escrito y que pretende hacer valer, así 

como las pruebas que solicita sean decretadas y practicadas. 

(vi) La dirección para notificaciones personales del interesado y de su 

apoderado. 

(vii) La solicitud de que sean vinculadas a la investigación otras 

personas que considere corno posibles responsables o interesados 

(viii)Las demás cuestiones que estime pertinentes para la investigación. 

 

Garantías. El Capitán de Puerto fijará el monto de las garantías que las 

partes deben otorgar, especialmente para los buques o naves que sean 

parte de la investigación. En Concordancia con el artículo 72, no se les 

otorgará el zarpe a las naves, sino hasta que hayan constituido garantía 

suficiente ante la capitanía de puerto para responder por los eventuales 

perjuicios, multas y costas del proceso. Estas garantías pueden ser 

otorgadas por los aseguradores de Casco y maquinaria o los Clubes de 

Protección e Indemnización (P. & 1. Clubs) que estén registrados ante 

DIMAR. 
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Declaraciones. En la misma audiencia, el Capitán de Puerto iniciará la 

recepción de las declaraciones de los capitanes de las naves 

involucradas, de los oficiales y de las demás personas cuya deposición 

estime pertinente para esclarecer los hechos investigados. 

 

Decreto de pruebas. El Capitán de Puerto decretará las pruebas que 

se practicarán en el proceso, mediante auto que se notifica en estrados. 

Así mismo, fijará fecha y hora para la práctica de las pruebas 

decretadas. 

 

Convocatoria de siguiente audiencia. Finalmente, el Capitán de 

Puerto fijará fecha y hora para realizar la siguiente audiencia en la que 

se continuará con la etapa probatoria. Según el numeral 10 del artículo 

37, esta nueva audiencia debe celebrarse dentro de los tres (3) días 

siguientes a la primera, y ninguna audiencia debe celebrarse con más de 

tres (3) días de intervalo. Aunque esto es deseable para dar celeridad al 

proceso, en la práctica es difícil de cumplir, debido a que es necesario 

convocar testigos que pueden residir en otras ciudades. 

 

Etapa probatoria. En los procesos de investigación de accidentes y 

siniestros marítimos son admisibles todos los medios probatorios 
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previstos en la legislación procesal civil. Como ya observamos, las 

pruebas pueden ser solicitadas por las partes en el escrito que deben 

presentar durante la primera audiencia, pueden igualmente ser 

solicitadas por el tribunal de capitanes o decretadas por el Capitán de 

Puerto en cualquier momento, siempre que no haya concluido la 

investigación. 

 

Toda la actividad probatoria se adelanta en audiencia (arts. 37, nums. 

10, 40,41 y 42). Las pruebas deben ser apreciadas de acuerdo con las 

reglas de la sana crítica (art. 42). 

 

Como es propio de todo proceso, la actividad probatoria es dirigida por 

el Capitán de Puerto; las partes pueden participar en los interrogatorios 

a testigos y contradecir las pruebas documentales y los dictámenes 

periciales que se rindan dentro de la investigación. Sin embargo, las 

investigaciones por accidentes y siniestros marítimos cuentan con la 

característica especial de la intervención del tribunal de capitanes, el 

cual, además de poder solicitar pruebas, está facultado para intervenir 

en su práctica, interrogar a las partes y a los testigos, y adicionalmente, 

el mismo tribunal produce un dictamen pericial que normalmente es 

prueba fundamental dentro del proceso. 
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Dentro del procedimiento especial de estas investigaciones merecen 

especial comentario la prueba pericial y la confesión. 

 

Prueba pericial. Como ya hemos anotado, una de las funciones del 

tribunal de capitanes es rendir un dictamen pericial sobre los hechos y 

las circunstancias en que se produjo el siniestro o accidente marítimo. 

Sin embargo, los artículos 33 y 41 prevén la posibilidad de designar 

peritos adicionales para que rindan su experticio sobre cuestiones que 

no sean del dominio especialidad del os miembros del tribunal de 

capitanes. Al igual que el dictamen del tribunal, el de los peritos 

adicionales debe ser rendido en audiencia y se somete a las mismas 

reglas de contradicción previstas en el Código de Procedimiento Civil. 

 

Confesión ficta. El artículo 38 del decreto establece una forma especial 

de confesión ficta aplicable a las investigaciones en comento, bajo la 

denominación de presunción de confesión. Dice la norma que la no 

comparecencia de la persona citada, su renuencia a responder o su 

respuesta evasiva, hará presumir ciertos los hechos susceptibles de 

prueba de confesión, sobre los que versen las preguntas asertivas, 

admisibles, que se formulen dentro de la diligencia. Esta norma contiene 

presupuestos similares a los previstos en el artículo 210 del Código de 



 90 

Procedimiento Civil acerca de la confesión ficta o presunta. Sin embargo, 

el artículo 38 del Decreto Ley 2324 de 1984 precisa que será excusa 

razonable para no asistir a la primera audiencia que el capitán o  

capitanes de las naves accidentadas no puedan estar acompañados de 

sus abogados. 

 

Confesión. Bajo la denominación de “aceptación de responsabilidad”, el 

artículo 47 del decreto contempla expresamente la posibilidad de que el 

capitán de una de las naves siniestradas se declare culpable o 

responsable del accidente, caso en el cual la norma dispone que el 

tribunal de capitanes, en todo caso, rinda su dictamen, para que el 

Capitán de Puerto proceda a dictar el fallo, sin perjuicio de que se 

estime existan otros responsables, además del confeso. 

 

Hechos a establecer.  El artículo 43 del decreto contiene una 

descripción de los hechos que deben ser materia de la investigación y 

cuyo establecimiento debe constituir el objetivo de la actividad 

probatoria dentro del proceso. Esta disposición es similar a la contenida 

en el artículo 49 del Decreto Ley 2349 de 1971. 
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El hecho que exista una norma que en forma expresa indique al Capitán 

de Puerto, como conductor del proceso, cuáles son los hechos que 

deben ser averiguados en el curso de la investigación, nos permite 

afirmar que no se trata de una norma de carácter dispositivo, sino 

imperativo, es decir, que en toda investigación deben estar probados 

dichos elementos, o por lo menos, haberse desplegado una actividad 

probatoria conducente a su determinación, toda vez que estos hechos 

constituirán los elementos de juicio con que contará el Capitán de Puerto 

para dictar el fallo. 

 

Los hechos a establecer en la investigación son los siguientes: 

 

 El lugar y la hora del accidente o siniestro. 

 La visibilidad, condiciones de tiempo y de mar. 

 El estado del buque o buques y sus equipos. 

 Los libros de bitácora y órdenes a las máquinas y/o registradores 

automáticos. 

 Los certificados de matrícula y patente de navegación. 

 Los certificados de navegabilidad, seguridad y clasificación que se 

estimen necesarios. 
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 La licencia de navegación del capitán o capitanes de las naves y de 

las tripulaciones que se consideren pertinentes. 

 El croquis sobre la carta de navegación del lugar del accidente o 

siniestro con indicación del tiempo, posición, rumbos, etc. 

 Los demás elementos que ajuicio del Capitán de Puerto o del tribunal 

de capitanes deban ser aportados, tales como la inspección ocular, 

los documentos de carga, libros de hidrocarburos, el avalúo de los 

daños, etc. 

 

Como puede observarse, gran parte de los hechos a establecer 

pertenecen a la órbita de acción o de influencia de las partes. 

 

Por lo tanto, acudiendo a lo establecido en el artículo 37, numeral 5 del 

decreto, éstas deben aportar en la primera audiencia los documentos 

relativos a los hechos descritos que se encuentren en su poder, o 

solicitar al Capitán de Puerto la expedición de los oficios sobre aquellos 

que no poseen. 

 

Recursos contra autos. Las providencias expedidas por el Capitán de 

Puerto puede ser objeto de los recursos de reposición y de apelación 

(art. 52). 
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Si se trata de decisiones adoptadas en el curso de audiencias, éstas sólo 

serán susceptibles del recurso de reposición, que debe proponerse 

verbalmente en la misma audiencia y Será resuelto en la misma 

diligencia, una vez se hayan oído a las partes, cuyas alegaciones no 

pueden exceder de diez (10) minutos. 

 

Los autos que decidan incidentes de nulidad y la recusación del Capitán 

de Puerto serán apelables. 

 

Alegato de conclusión.  Una vez ha concluido la etapa probatoria, el 

Capitán de Puerto debe expedir un auto declarando cerrada la 

investigación y corriendo traslado común a las partes por el término de 

tres (3) días para que presenten sus alegatos de conclusión (art. 44). 

Este término corre después del señalado al tribunal de capitanes en el 

mismo artículo para rendir su dictamen. Sin embargo, advertimos que 

los dos plazos no pueden correr en forma inmediatamente sucesiva, por 

cuanto es necesario contar con un intervalo para correr a las partes 

traslado del dictamen rendido por el tribunal de capitanes, traslado que 

se debe correr por espacio de dos (2) días, con el fin de que las partes 

puedan contradecir el dictamen si lo estiman pertinente, todo ello 

conforme al artículo 39 del decreto. 
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Fallo de primera instancia. Dispone el artículo 45 del decreto que el 

Capitán de Puerto debe expedir el fallo de primera instancia en el 

término de diez (10) días, contados a partir del vencimiento del plazo 

del tribunal de capitanes para rendir su informe. No obstante, 

estimamos que se trata de una falta de precisión técnica de la norma, 

ya que es necesario contar con el término del traslado de los dictámenes 

periciales (el del tribunal de capitanes y el de los peritos adicionales, 

silos hubiere) de que trata el mencionado artículo 39, así como del 

tiempo necesario para tramitar las solicitudes de aclaración o 

complementación de los experticios, o de las objeciones, si ellas se 

presentaren. 

 

En consecuencia, sostenemos que los diez (10) días que otorga el 

artículo 45 para dictar el fallo de primera instancia, deben correr una 

vez haya vencido el plazo otorgado a las partes para alegar de 

conclusión. 

 

Para los efectos de la presente investigación es muy importante 

destacar el mandato del artículo 48 del Decreto Ley 2324 de 1984, que 

establece el contenido que debe tener el fallo del Capitán de Puerto. 

Según esta norma, el fallo deber ser motivado y contener: 
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 La declaración de culpabilidad y responsabilidad respecto de los 

accidentes investigados. 

 El avalúo de los daños ocurridos en el accidente. 

 La imposición de las multas que fueren del caso, si se comprobaren 

violaciones a normas o reglamentos que regulan las actividades 

marítimas. 

 

El artículo 66 establece que el Capitán de Puerto debe emitir su fallo en 

el término de seis (6) meses contados a partir del auto que declaró 

abierta la investigación. Sin embargo, el fallo proferido fuera de este 

término es válido, pero el capitán de puerto estará sujeto a las 

sanciones disciplinarias a que hubiere lugar. 

 

Notificación del fallo de primera instancia.  El fallo de primera 

instancia se debe notificar personalmente a las partes. Si después de 

tres (3) días hábiles de emitido el fallo, las partes no concurren a 

notificarse personalmente, la notificación se hará por edicto que se fija 

en la secretaría de la capitanía de puerto por cinco (5) días. 

 

Recursos contra el fallo de primera instancia: 
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Reposición.  fallo de primera instancia puede ser objeto de los recursos 

de reposición y de apelación. El recurso de reposición debe interponerse 

por escrito en la diligencia de notificación personal, o dentro de los cinco 

(5) días siguientes a ésta o a la desfijación del edicto, según el caso. El 

escrito de reposición se pondrá a disposición de las partes en traslado 

por tres (3) días más. Vencido este término, el recurso deberá 

resolverse dentro de los dos (2) días siguientes. El recurso de reposición 

se concede en el efecto suspensivo. 

 

Apelación.  recurso de apelación debe interponerse directamente, o 

como subsidiario al de reposición. El recurso de apelación también se 

concede en el efecto suspensivo. 

 

La apelación se surte ante la Dirección General Marítima. Una vez 

recibido allí el expediente, se fija en lista por tres (3) días para ponerlo a 

disposición de las partes, con el fin de que soliciten la práctica de las 

pruebas que se dejaron de practicar en la primera instancia sin culpa del 

peticionario, o las que las partes pidan de común acuerdo. 

 

De haber etapa probatoria en la segunda instancia, ésta será decretada 

mediante auto del director general marítimo, señalando un término para 
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practicar las pruebas, que no podrá ser inferior a diez (10) días ni 

superior a treinta (30) días (art. 59). 

 

Transcurrido el período probatorio de la segunda instancia, se correrá 

traslado a las partes por cinco (5) días para que presenten un nuevo 

alegato de conclusión. 

 

Consulta. Si no se interpone el recurso de apelación, en todo caso el 

fallo de primer grado debe ser objeto de consulta ante el Director 

General Marítimo (art. 57). La decisión de los fallos elevados en grado 

de consulta se hará de plano, sin que sea necesario escuchar a las 

partes. 

 

Fallo de segunda instancia.  Una vez vencido el traslado para alegar, 

el expediente pasa al despacho del Director General Marítimo para 

proferir el fallo de segunda instancia. El contenido del fallo de segunda 

instancia debe ceñirse también a lo dispuesto por el artículo 48, es decir 

que debe pronunciarse sobre la culpabilidad o responsabilidad de las 

partes, el avalúo de los daños y las multas que deban imponerse por 

eventuales violaciones a las normas que regulan las actividades 

marítimas El parágrafo del artículo 48 establece que con ocasión de la 
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apelación podrá aclararse, revocarse o sustituirse integralmente el fallo 

del a quo, e incluso pronunciarse sobre aspectos no decididos en la 

primera instancia. 

 

La sentencia de segunda instancia se notifica por el mismo 

procedimiento descrito para la notificación del fallo de primera instancia. 

La sentencia puede ser objeto de aclaración, corrección o adición, 

conforme alo previsto en los artículos 309, 3l0y31 1 del Código de 

Procedimiento Civil. 

 

Procedimiento especial.  Los artículos 67 a 69 del Decreto Ley 2324 

de 1984 también Consagran un procedimiento especial para las 

investiga dones que se adelanten en la capitanías de puerto de Segunda 

categoría, las cuales únicamente tiene la función instructora, 

correspondiendo la decisión de primera instancia a la capitanía de 

puerto de primera categoría que tenga jurisdicción sobre la que llevó la 

instrucción. 

 

Mérito ejecutivo.  El artículo 66 del decreto establece que las multas 

que sean puestas en los fallos de primera y segunda instancia prestarán 

mérito ejecutivo ante la jurisdicción coactiva. 
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Sin embargo el Decreto Ley 2324 de 1984 no contiene imposición que 

otorgue en forma expresa mérito ejecutivo los de DIMAR, respecto de 

las condenas que imponga para  indemnizar los perjuicios derivados de 

accidentes o siniestro investigado 

 

5.3.3 Investigaciones por infracciones alas normas de marina 

mercante.  Las investigaciones por infracciones a las normas de marina 

mercante están igualmente contempladas en el numeral 27 del artículo 

5.° del Decreto Ley 2324 de 1984. Según el artículo 79 del decreto, se 

consideran infracciones toda contravención o intento de contravención a 

las normas del mismo Decreto Ley 2324 de 1984, a las leyes, decretos, 

reglamentos y demás normas o disposiciones en materia marítima, ya 

sea por acción o por omisión. 

 

La comisión de una infracción a las normas de marina mercante puede 

generar, después de hecha la investigación por parte de DIMAR, la 

imposición de las sanciones establecidas en el artículo 80 del decreto. 

El artículo 82 indica en forma expresa que las investigaciones por las 

infracciones a las normas de marina mercante se deben tramitar 

siguiendo el procedimiento establecido en el Código Contencioso 

Administrativo, en especial sus artículos 14, 28, 29, 34, 35 y 74. 
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Los citados artículos forman parte de la Primera Parte, Libro Primero, del 

Código Contencioso Administrativo, sobre los procedimientos 

administrativos. Esto permite concluir que las investigaciones que 

adelanta DÍMAR por infracciones a las normas de marina mercante 

constituyen una actuación administrativa. 

 

5.3.4 Investigaciones por violación a las normas de reserva de 

carga. El artículo 83 del Decreto Ley 2324 de 1984 prevé unas multas 

especiales, diferentes a las indicadas en el artículo 80, que son 

aplicables a los casos de violación a las normas sobre reserva de carga, 

y dispone en forma expresa que la aplicación de dichas multas se hará 

de oficio o a petición de parte, siguiendo el procedimiento establecido en 

el artículo 82. Es decir, que hace igualmente remisión a las normas que 

regulan los procedimientos administrativos en el Código Contencioso 

Administrativo. 

 

5.3.5 Investigaciones por construcciones indebidas en playas y 

terrenos de bajamar.  Si bien es cierto el Título ix, artículos 166 a 180 

del Decreto Ley 2324 de 1984 contemplan un procedimiento específico, 

de naturaleza administrativa, para obtener los permisos y las 

concesiones para adelantar construcciones y usar las playas y terrenos 
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de bajamar, no existe disposición alguna que indique cuál es el 

procedimiento aplicable a las investigaciones por construcciones 

indebidas en estos terrenos. 

 

Por lo tanto, bien podría pensarse que se trata de los procedimientos 

propios de la vía gubernativa previstos en el Código Contencioso 

Administrativo, toda vez que el procedimiento establecido en el Título IV 

del decreto es únicamente aplicable a las investigaciones por accidentes 

y siniestros marítimos, por expresa disposición del artículo 25. 

 

5.3.6 Investigaciones por contaminación del medio marino. A 

diferencia del régimen del Decreto Ley 2349 de 1971, en el cual las 

investigaciones por contaminación ambiental marina no tenían un 

procedimiento especial y, por ende, debían adelantarse conforme a las 

normas de los procedimientos administrativos del Código Contencioso 

Administrativo, en el régimen actualmente en vigencia del Decreto Ley 

2324 de 1984, por expresa disposición de su artículo 70, la 

contaminación marina o los accidentes o siniestros marítimos que 

amenacen producir grave contaminación marítima deben ser 

investigados y fallados de conformidad Con el procedimiento descrito 

para las investigaciones por accidentes y siniestros marítimos. 
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6.  TRABAJO DE CAMPO 

 

Investigaciones realizadas por accidentes y siniestros marítimos según 

el Decreto Ley 2324/84,  se consideran accidentes o siniestros 

marítimos los siguientes: 

 

1. Naufragio 

2. Encallamiento 

3. Abordaje 

4. Explosión  o Incendio de Naves 

5. Contaminación Marina 

6. Arribada forzosa 

7. Daños causados por naves a instalaciones portuarias 

 

Después de haber analizado toda la información en la Capitanía de 

Puerto, este arrojó los siguientes resultados: 

 

SINIESTROS No. DE CASOS 

1 11 

2 25 

3 10 

4 5 

5 23 

6 17 

7 9 

∑ 100 
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RESULTADOS 

 

NAUFRAGIO 
 

100 -------------  100 
11  ----------------X   

 

               11 *  100 
X =  ---------------------- =  11% 

                100 
 

 
ENCALLAMIENTO 

 
100 -------------  100 

25  ----------------X   
 

               25 *  100 
X =  ---------------------- =  25% 

                100 
 

 

ABORDAJE 
 

100 -------------  100 
10  ----------------X   

 
               10 *  100 

X =  ---------------------- =  10% 
                100 

 
 

EXPLOSION 
 

100 -------------  100 
5  ----------------X   

 

               5  * 100 
X =  ---------------------- =  5% 

                100 
 



 104 

CONTAMINACION 

 
100 -------------  100 

23  ----------------X   
 

               23 *  100 
X =  ---------------------- =  23% 

                100 

 
 

ARRIBADA FORZOSA 
 

100 -------------  100 
17  ----------------X   

 
               17 *  100 

X =  ---------------------- =  17% 
                100 

 
 

 
DAÑOS POR NAVES 

 

100 -------------  100 
9  ----------------X   

 
               9 *  100 

X =  ---------------------- =  9% 
                100 
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REPRESENTACION GRAFICA 

 
 

 
 

 
 

 

 

 

 

 

 

 

 

Después de haber analizado la información se observa que el mayor 

accidente que presenta las naves es el encallamiento, debido al poco 

drenaje que se le hace al  río, lo cual aumenta la sedimentación, en 

segundo lugar, vemos que muchas naves no cumplen con las  

disposiciones sobre vertimientos de desechos, por lo cual hay 

contaminación,  y como tercer accidente más importante tenemos que 

la arribada forzosa, es otra causa de accidentes, por lo cual hay que 

estar siempre atentos a cualquier emergencia que se pueda presentar. 

ACCIDENTES CAPITANIA DE PUERTO

11%

25%

10%
5%

23%

17%

9%

NAUFRAGIO
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ARRIBADA FORZOSA

DAÑOS POR NAVE
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CONCLUSION 

 

El transporte marítimo es un modo de transporte que es poco manejado 

en nuestro medio, pero que es importantísimo, ya que en Colombia que 

es un país de ríos, casi todos navegables, se utiliza mucho para llegar a 

lugares separados por masas de agua. 

 

La navegación por los ríos y lagos de nuestro país se ha convertido en  

medio de transporte masivo que ha ayudado a que las personas que 

viven en estos sitios se puedan comunicar, puedan realizar sus compras, 

estudiar, en fin llevar una ritmo de vida acorde a las ciudades. 

 

Es un importante modo de transporte de los materiales voluminosos, es 

por esto su gran uso en las exportaciones dando así a los países 

mejores modelos de desarrollo económico que demanden alta eficiencia, 

competitividad y productividad. 

 

A pesar de Colombia cuenta con una gran fuente fluvial como es el río 

Magdalena, el cual posee una ventaja muy importante como es la de 
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atravesar el país de sur a norte.  No se le ha dado la importancia o el 

valor requerido. 

 

En general, el derecho marítimo comprende las normas jurídicas que 

regulan la navegación marítima, esta, dadas sus características de 

riesgo e internacionalidad, involucra diferentes problemas jurídicos que 

son propios de otras áreas del derecho, pero que adquieren la 

peculiaridad de ocurrir en el mar y deben ser resueltos en ese entorno. 

 

Es así como el derecho laboral regula los contratos de trabajo de la 

tripulación, pero éstos tienen también una regulación especial, propia 

del medio marino, y reciben el nombre de contratos de enrolamiento o 

de ajuste. El derecho internacional público interviene al regular las 

convenciones internacionales que definen los derechos y las relaciones 

de las naciones en cuanto a la soberanía y explotación de las aguas 

marinas y el lecho marino, conformando toda una disciplina conocida 

como derecho del mar. El derecho penal, a su vez, conoce de los delitos 

cometidos a bordo de una nave, respecto de cuya investigación y 

sanción se otorga al capitán funciones de instrucción. Del mismo modo, 

el derecho civil participa en cuanto a figuras tales como las hipotecas 

navales y los derechos de propietarios y copropietarios de 
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embarcaciones, entre otras; el capitán de una nave, nuevamente, recibe 

especial delegación de autoridad para ciertos actos regulados por el 

derecho civil, como son la recepción de testamentos a bordo y el 

levantamiento de actas de nacimiento, matrimonios y defunciones. El 

derecho administrativo regula no sólo la habilitación y permiso de 

operación de las empresas de transporte marítimo, sino también las 

concesiones portuarias. 
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